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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.	DERECHOS	Y	DEBERES
FUNDAMENTALES.	SU	GARANTÍA	Y	SUSPENSIÓN.	EL	TRIBUNAL	CONSTITUCIONAL.

EL	DEFENSOR	DEL	PUEBLO.	REFORMA	CONSTITUCIONAL.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	JEFATURA	DEL	ESTADO.	LA	CORONA.	FUNCIONES
CONSTITUCIONALES	DEL	REY.	SUCESIÓN	Y	REGENCIA.

El	artículo	1.3	de	la	Constitución	establece	que	la	forma	política	del	Estado	español	es	la	Monarquía	Parla‐
mentaria.	Esta	definición	implica	que	el	Rey,	aún	cuando	ostenta	el	cargo	de	Jefe	del	Estado,	está	sometido
al	Parlamento,	siéndole	de	aplicación	la	máxima	de	que	“El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”.	En	desarrollo	de	lo
dispuesto	en	el	mencionado	artículo	1.3,	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65)	se	encabeza	con	el
enunciado		“De	la	Corona”	que	es	el	nombre	clásico	para	indicar	el	conjunto	de	prerrogativas	y	funciones	que
corresponden	a	la	Monarquía,	personalizada	en	el	Rey.

La	Corona,	 término	adoptado	del	constitucionalismo	comparado,	es	 la	denominación	específica	que	en
España	se	le	ha	dado	a	un	órgano	constitucional:	la	Jefatura	del	Estado.	Este	órgano	constitucional	es,	pues,
un	órgano	del	Estado	cuyo	titular	es	el	Rey	y	al	que	se	le	atribuyen	funciones	propias	y	diferenciadas	de	las
del	resto	de	los	poderes	del	Estado.

La	Corona	está	regulada	en	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65),	con	el	contenido	siguiente.

CARACTERÍSTICAS.‐	El	Rey	es	el	Jefe	del	Estado,	símbolo	de	su	unidad	y	permanencia,	arbitra	y	modera	el
funcionamiento	regular	de	las	instituciones,	asume	la	más	alta	representación	del	Estado	español	en	las
relaciones	 internacionales,	 especialmente	 con	 las	 naciones	 de	 su	 comunidad	histórica,	 y	 ejerce	 las
funciones	que	le	atribuyen	expresamente	la	Constitución	y	las	leyes.

Su	título	es	el	de	Rey	de	España	y	podrá	utilizar	los	demás	que	correspondan	a	la	Corona.

La	persona	del	Rey	es	inviolable	y	no	está	sujeta	a	responsabilidad.	Sus	actos	estarán	siempre	refrenda‐
dos	en	la	forma	establecida	en	la	Constitución,	careciendo	de	validez	sin	dicho	refrendo	(salvo	lo	dispues‐
to	sobre	distribución	del	presupuesto	para	el	sostenimiento	de	su	Familia	y	Casa,	y	el	nombramiento	y
cese	de	los	miembros	civiles	y	militares	de	la	Casa	Real,	pues	se	trata	de	actos	que	serán	realizados
libremente	por	el	Rey).

SUCESIÓN.‐	La	Corona	de	España	es	hereditaria	en	los	sucesores	de	S.	M.	Don	Juan	Carlos	I	de	Borbón,
legítimo	heredero	de	la	dinastía	histórica.	La	sucesión	en	el	trono	seguirá	el	orden	regular	de	primogeni‐
tura	y	representación,	siendo	preferida	siempre	la	línea	anterior	a	las	posteriores;	en	la	misma	línea,	el
grado	más	próximo	al	más	remoto;	en	el	mismo	grado,	el	varón	a	la	mujer,	y	en	el	mismo	sexo,	la	persona
de	más	edad	a	la	de	menos.

El	Príncipe	heredero,	desde	su	nacimiento	o	desde	que	se	produzca	el	hecho	que	origine	el	llamamiento,
tendrá	la	dignidad	de	Príncipe	de	Asturias	y	los	demás	títulos	vinculados	tradicionalmente	al	sucesor	de
la	Corona	de	España.

Extinguidas	todas	las	líneas	llamadas	en	Derecho,	las	Cortes	Generales	proveerán	a	la	sucesión	en	la
Corona	en	la	forma	que	más	convenga	a	los	intereses	de	España.
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TEMA	3.‐	LAS	CORTES	GENERALES.	COMPOSICIÓN,	ATRIBUCIONES	Y
FUNCIONAMIENTO	DEL	CONGRESO	DE	LOS	DIPUTADOS	Y	DEL	SENADO.

1.‐	INTRODUCCIÓN

“Cortes	Generales”	es	el	nombre	oficial	del	Parlamento	español,	compuesto	de	dos	Cámaras:	Congreso	de	los
Diputados	y	Senado.	Este	nombre	es	el	tradicional	en	España	pues	las	asambleas	medievales	de	diversos
reinos	peninsulares	ya	se	denominaban	Cortes.	Y	este	es	también	el	nombre	que	se	mantuvo	en	la	mayoría
de	las	constituciones	del	siglo	XIX	y	el	que	han	adoptado	diversos	Parlamentos	autonómicos.

La	importancia	de	las	Cortes	Generales	como	órgano	del	Estado	deriva	de	que	representan	al	pueblo	español,
tal	como	establece	el	artículo	66.1	de	la	Constitución	de	1978,	que	es	el	titular	de	la	soberanía	(artículo	1.2
de	la	Constitución).

La	Constitución	contiene	disposiciones	comunes	para	las	dos	Cámaras	que	componen	las	Cortes	Generales
y	disposiciones	específicas	para	cada	una	de	ellas.

•	Características	comunes	a	ambas	Cámaras

Entre	las	disposiciones	generales	deben	destacarse,	además	de	su	común	definición	como	representantes
del	pueblo	español,	las	siguientes:

‐Las	funciones	que	ejercen	son:	

‐	la	legislativa,	consistente	en	la	aprobación	de	leyes;

‐	la	presupuestaria,	que	se	materializa	en	la	aprobación	de	los	ingresos	y	gastos	anuales	del	Estado;

‐	el	control	de	la	acción	del	Gobierno	y	el	impulso	político,	que	se	instrumentan	a	través	de	diversos
procedimientos	(preguntas,	interpelaciones,	mociones,	comparecencias)	y

‐	otras	funciones,	establecidas	en	la	propia	Constitución.	

‐La	declaración	de	ser	inviolables	las	dos	Cámaras,	lo	que	impide	adoptar	medidas	coercitivas	contra	las
mismas	(artículo	72	de	la	Constitución).

‐La	prohibición	de	ser	miembro	de	las	dos	Cámaras	simultáneamente	(artículo	67.1	de	la	Constitución).

‐La	prohibición	de	mandato	 imperativo	para	 los	miembros	de	ambas	Cámaras,	 lo	que	significa	que
Diputados	y	Senadores	son	libres	para	expresarse	y	votar,	sin	tenerse	que	someter	a	ninguna	indicación
o	instrucción.	Lo	cual	no	impide	que	voluntariamente	los	Diputados	y	Senadores	acepten	la	disciplina
de	su	Grupo	Parlamentario	(artículo	67.2	de	la	Constitución).
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TEMA	4.‐	EL	PODER	JUDICIAL:	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES.
ORGANIZACIÓN	JUDICIAL	EN	ESPAÑA.	EL	CONSEJO	GENERAL

DEL	PODER	JUDICIAL.	EL	TRIBUNAL	SUPREMO.

1.‐	EL	PODER	JUDICIAL

INTRODUCCIÓN.‐	La	formulación	teórica	de	la	división	de	poderes	entre	ejecutivo,	legislativo	y	judicial	ha
sido	un	principio	consagrado	en	las	diferentes	constituciones.	Teoría	establecida	por	Locke	y	Montes‐
quieu	durante	el	liberalismo	clásico	y	puesta	en	práctica	por	los	regímenes	parlamentarios	modernos,
en	virtud	de	 la	cual	 las	tres	 funciones	básicas	del	Estado	deben	ser	ejercidas	por	poderes	distintos
(legislativo,	ejecutivo	y	judicial),	para	evitar	así	la	concentración	de	poder	en	un	solo	órgano.	La	separa‐
ción	de	poderes	subyace	a	 los	actuales	regímenes	parlamentarios	modernos,	como	garantía	para	el
ejercicio	de	las	libertades	individuales	y	del	libre	ejercicio	de	la	soberanía	popular.

El	Poder	Judicial	es	un	poder	del	Estado	que,	de	conformidad	con	el	ordenamiento	jurídico,	es	el	encarga‐
do	de	administrar	justicia	en	la	sociedad,	mediante	la	aplicación	de	las	normas	jurídicas	en	la	resolución
de	conflictos.	Por	"poder",	en	el	sentido	de	poder	público,	se	entiende	a	la	organización,	institución	o
conjunto	de	órganos	del	Estado,	que	en	el	caso	del	Poder	Judicial	son	los	órganos	judiciales	o	jurisdiccio‐
nales:	juzgados	y	tribunales	que	ejercen	la	potestad	jurisdiccional,	y	que	suelen	gozar	de	imparcialidad
y	autonomía.	Poder	autónomo	e	independiente	que	ejercen	jueces	y	tribunales,	y	cuyo	órgano	de	gobier‐
no	lo	constituye	el	Consejo	General	del	Poder	Judicial.

Este	poder	es	el	ámbito	en	el	que	se	ejercen	y	dirimen	las	competencias	y	facultades	del	Estado	en
materia	de	enjuiciamiento	de	las	conductas	de	los	ciudadanos	y	las	autoridades	que	las	leyes	sancionan
como	delitos	o	faltas,	o	consideran	conforme	a	derecho.	Abarca	asimismo	la	facultad	coactiva	del	Estado
para	lograr	la	aplicación	de	las	normas	del	derecho	positivo.

Los	principios	básicos	de	la	regulación	constitucional	respecto	del	Poder	Judicial	son:

•	Principio	de	independencia;	Los	Jueces	y	Magistrados	aplicarán	las	leyes	y	dictarán	sentencia	con
total	 objetividad,	 conforme	a	 su	 conciencia	 e	 interpretación	personal,	 sin	 ser	 coaccionados	 y	 al
margen	de	toda	ideología	política.

•	Principio	de	inamovilidad:	Los	Jueces	y	Magistrados	no	podrán	ser	separados,	suspendidos,	trasla‐
dado	ni	jubilados,	sino	por	alguna	de	las	causas	previstas	en	la	ley	(art.	117.2).

•	Principio	de	autonomía:	Los	Jueces	y	Magistrados	administrarán	el	derecho	con	total	imparcialidad,
la	cual	será	garantizada	por	el	Consejo	General	del	Poder	Judicial	como	órgano	de	gobierno.

•	Principio	de	unidad	jurisdiccional:	Todos	los	jueces	y	tribunales	constituirán	una	organización
judicial	única,	sin	que	sea	lícita	la	creación	de	tribunales	excepcionales.
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TEMA	5.‐	EL	GOBIERNO:	COMPOSICIÓN;	ESTATUTO	DE	LOS	MIEMBROS
DEL	GOBIERNO,	RÉGIMEN	DE	FUNCIONAMIENTO.	RELACIONES

ENTRE	EL	GOBIERNO	Y	LAS	CORTES	GENERALES.

INTRODUCCIÓN

El Gobierno constituye, junto con la Administración, el Poder Ejecutivo, y equivale al Consejo de Ministros,
y respecto del mismo la Constitución señala que el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Adminis-
tración Civil y Militar y la defensa del Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de
acuerdo con la Constitución y las Leyes.

Los principios que configuran su funcionamiento son tres: el principio de dirección presidencial, que otorga
al Presidente del Gobierno la competencia para determinar las directrices políticas que deberá seguir el
Gobierno y cada uno de los Departamentos; la colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria de sus
miembros, y el principio de organización departamental que otorga al titular de cada Departamento (Ministe-
rio) una amplia autonomía y responsabilidad en el ámbito de su respectiva gestión.

Por su parte, la Administración Pública puede entenderse básicamente desde una perspectiva funcional o
de actividad y desde una perspectiva orgánica:

-Funcional.- En este sentido administración hace referencia a un concepto dinámico que se contrapone
a otras formas de manifestación del Poder Público, como la función legislativa o la jurisdiccional.

-Orgánica.- Desde esta perspectiva se considera a la Administración como el conjunto de órganos o
instituciones que llevan a cabo esa actividad que se estima administrativa.

Atendiendo a su sentido etimológico o vocablo Administrar  proviene del latín "ad ministrare” que significa
servir. El diccionario de Lengua Española, por su parte emplea el término administrar	como equivalente a
gobernar, regir, o cuidar, y el administrador es la persona que administra bienes ajenos.

En consecuencia, Administración, por su raíz etimológica recoge dos ideas fundamentales: las de gestión y
subordinación, pues la función administrativa supone una actividad gestora (esto es, de realización de fines
mediante el empleo de medios pertinentes), y una actividad subordinada, en cuanto que esos fines y esos
medios vienen predeterminados por consideraciones superiores de tipo político. A ello se añade la nota de
alteridad, ya que la acción administrativa se ejerce, normalmente, respecto de bienes o intereses que no son
propios sino, muy al contrario, ajenos: los de la comunidad.

La Administración Pública se presenta en nuestro ordenamiento jurídico totalmente organizada, como un
auténtico órgano del Estado, siendo los funcionarios simples agentes de dicha organización. La Administra-
ción Pública no es representante de la comunidad, como ocurre al Parlamento, sino una organización puesta
su servicio. Así la Constitución, al referirse a la Administración, además de subrayar como primera nota
definitoria su carácter servicial (la Administración pública sirve con objetividad los intereses generales),
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TEMA	6.‐	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚ‐
BLICA	Y	BUEN	GOBIERNO:	PRINCIPIOS	GENERALES;	DERECHO	DE	ACCESO	A	LA

INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	PROCEDIMIENTO	PARA	SU	EJERCICIO.	LA	LEY	12/2014,
DE	TRANSPARENCIA	Y	DE	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA.	DISPOSICIONES
GENERALES.	INFORMACIÓN	SUJETA	A	PUBLICACIÓN.	INFORMACIÓN	DE	LA	ORGA‐

NIZACIÓN	Y	ACTIVIDAD	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	CANARIAS.
DERECHO	DE	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA.

1.‐	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben ser los ejes
fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos se somete a
escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se
manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio
de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente
y que demanda participación de los poderes públicos.

Los países con mayores niveles en materia de transparencia y normas de buen gobierno cuentan con institu-
ciones más fuertes, que favorecen el crecimiento económico y el desarrollo social. En estos países, los
ciudadanos pueden juzgar mejor y con más criterio la capacidad de sus responsables públicos y decidir en
consecuencia. Permitiendo una mejor fiscalización de la actividad pública se contribuye a la necesaria
regeneración democrática, se promueve la eficiencia y eficacia del Estado y se favorece el crecimiento
económico.

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, tiene
un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en la actividad pública -que se articula a través de
obligaciones de publicidad activa para todas las Administraciones y entidades públicas-, reconoce y garantiza
el acceso a la información -regulado como un derecho de amplio ámbito subjetivo y objetivo- y establece las
obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias
jurídicas derivadas de su incumplimiento -lo que se convierte en una exigencia de responsabilidad para todos
los que desarrollan actividades de relevancia pública-.

En estas tres vertientes, la Ley supone un importante avance en la materia y establece unos estándares
homologables al del resto de democracias consolidadas. En definitiva, constituye un paso fundamental y
necesario que se verá acompañado en el futuro con el impulso y adhesión por parte del Estado tanto a
iniciativas multilaterales en este ámbito como con la firma de los instrumentos internacionales ya existentes
en esta materia.
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TEMA	7.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO:	LAS	COMUNIDADES
AUTÓNOMAS.	CONSTITUCIÓN	Y	DISTRIBUCIÓN	DE	COMPETENCIAS	ENTRE

EL	ESTADO	Y	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS.	ESTATUTOS	DE	AUTONOMÍA.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	Constitución	de	1978	reconoció	y	garantizó	el	derecho	a	la	autonomía	de	las	nacionalidades	y	regiones
que	integran	la	nación	española	y	la	solidaridad	entre	todas	ellas.	El	desarrollo	de	las	previsiones	constitucio‐
nales	ha	conducido	a	una	profunda	transformación	de	la	organización	territorial	del	Estado,	mediante	la
creación	de	las	Comunidades	Autónomas	y	las	Ciudades	Autónomas	de	Ceuta	y	Melilla,	con	el	consiguiente
proceso	de	redistribución	del	poder	político	y	administrativo	entre	las	instancias	centrales	y	las	autonómicas.
El	resultado	de	este	proceso	ha	convertido	a	España	en	uno	de	los	países	más	descentralizados	de	Europa.

Cada	Comunidad	Autónoma	tiene	su	Estatuto	de	Autonomía,	aprobado	por	ley	orgánica,	que	es	la	norma
institucional	básica	de	la	Comunidad,	reguladora	de	aspectos	esenciales	como	la	organización	y	el	funciona‐
miento	de	su	Parlamento	y	de	su	Gobierno,	las	competencias	que	la	Comunidad	asume,	su	Administración,
las	señas	de	identidad	y	los	hechos	diferenciales	tales	como	la	lengua	o	el	derecho	civil	y	las	relaciones	con
el	Estado	y	con	otras	Comunidades	Autónomas.

El	reparto	de	competencias	entre	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas	está	basado	en	la	distinción	entre
las	competencias	exclusivas	del	Estado	o	de	las	Comunidades	Autónomas,	las	competencias	compartidas
entre	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas	y	las	competencias	concurrentes,	en	las	cuales	tanto	el	Estado
como	las	Comunidades	Autónomas	pueden	intervenir.	Las	competencias	exclusivas	comprenden	la	potestad
legislativa	y	la	capacidad	de	ejecución,	mientras	que	las	competencias	compartidas	pueden	implicar	una
diferente	distribución	de	la	potestad	legislativa	y	reglamentaria	entre	Estado	y	CC.AA.,	las	cuales	suelen
disponer	de	la	capacidad	ejecutiva	en	estos	casos.	En	caso	de	que	se	produzca	un	conflicto	de	competencias,
corresponde	resolverlo	al	Tribunal	Constitucional,	como	en	otros	Estados	políticamente	descentralizados.

El	sistema	de	gobierno	de	las	Comunidades	Autónomas	es	de	naturaleza	parlamentaria,	siendo	sus	institucio‐
nes	básicas	el	Parlamento,	el	presidente	de	la	Comunidad	y	el	Gobierno	autonómico.

Desde	el	punto	de	vista	económico	y	financiero,	las	Comunidades	Autónomas	disponen	de	una	gran	autono‐
mía	de	gestión,	con	capacidad	para	aprobar	sus	propios	presupuestos	anuales	y	para	determinar	sus	recur‐
sos	propios	mediante	tributos,	tasas	y	recargos.	El	sistema	general	de	financiación	de	las	Comunidades
Autónomas,	que	comprende	además	los	tributos	cedidos	por	el	Estado	y	la	participación	en	los	tributos
estatales,	se	fija	de	forma	multilateral	por	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas,	garantizando	a	través
de	diversos	mecanismos	financieros	la	solidaridad	interterritorial	y	un	nivel	mínimo	igual	en	la	prestación
de	los	servicios	públicos	fundamentales	en	todo	el	territorio	español.	Además,	la	Comunidad	Autónoma	del
País	Vasco	y	la	Comunidad	Foral	de	Navarra,	disponen,	en	virtud	de	su	régimen	foral,	de	dos	regímenes
particulares:	el	del	Concierto	económico,	en	el	caso	vasco,	y	el	del	Convenio,	en	el	navarro.	Por	estos	regíme‐
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TEMA	8.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	CANARIAS:	ESTRUCTURA
Y	CONTENIDO.	INSTITUCIONES	Y	ÓRGANOS	DE	RELEVANCIA	ESTATUTARIA:

NATURALEZA	Y	FUNCIONES.	REFORMA.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	CANARIAS

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Mediante	Ley	Orgánica	1/2018,	de	5	de	noviembre,	se	ha	reformado	el	Estatuto	de	Autonomía	de	Canarias,
con	entrada	en	vigor	el	mismo	día	de	su	publicación	en	el	BOE:	el	6	de	noviembre	de	2018.

Con	el	régimen	económico	y	fiscal,	amparado	por	la	Constitución	española,	y	con	la	aprobación	del	Estatuto
de	Autonomía,	las	Islas	Canarias	recuperan	un	«status»	político	y	económico	en	el	seno	de	la	España	demo‐
crática,	que	es	reconocido	por	las	instituciones	de	la	Comunidad	Europea	y	reafirmado	en	sus	Tratados,	al
definirse	su	condición	de	región	ultraperiférica,	por	las	mismas	razones	que	justificaron	aquel	«status»	a	lo
largo	de	la	historia.

La	consecución	de	la	autonomía	ha	consolidado	el	proceso	modernizador	de	la	sociedad	canaria,	y	su	desfase
secular	en	infraestructuras	y	equipamientos	tiende	a	saldarse	y	a	mejorar	los	indicadores	de	bienestar	de
los	isleños.

Pero	la	sociedad	del	siglo	XXI	reclama	nuevas	acciones.	Una	sociedad	democrática	y	madura,	como	es	la
canaria,	exige	nuevos	marcos	de	actuación	con	pleno	respeto	de	la	realidad	constitucional	y	de	nuestro
acervo,	y	que	ha	de	estar	preparada	para	afrontar	nuevos	retos.	Todo	ello	implica	el	reconocimiento,	en	el
Estatuto	de	Autonomía,	de	los	siguientes	principios:

1.	La	consolidación	y	avance	de	la	sociedad	canaria	en	el	marco	de	la	Constitución.

2.	La	definición	del	ámbito	espacial	de	Canarias,	con	la	reafirmación	de	las	islas,	de	los	cabildos	y	de	sus
municipios	como	entidades	básicas	dotadas	de	autonomía.

3.	El	objetivo	de	modular	en	relación	a	las	islas	determinadas	políticas	públicas	para	su	adaptación	a	las
especiales	condiciones	del	Archipiélago.

4.	La	relevancia	política	del	régimen	económico	y	 fiscal,	avalado	por	 la	Constitución,	reforzando	su
garantía	institucional	y	el	establecimiento	de	mecanismos	de	coordinación	en	la	modificación.

5.	El	 fortalecimiento	de	 la	cohesión	de	 los	canarios,	 facilitando,	dentro	del	marco	constitucional,	su
vocación	como	eslabón	entre	Europa,	América	y	África,	contribuyendo	a	la	paz	y	a	un	orden	internacional
más	justo.

6.	La	consolidación	y	mejora	de	la	calidad	de	nuestro	sistema	democrático	y	de	un	progreso	económico
compatible	con	el	excepcional	patrimonio	natural	del	archipiélago,	 luchando,	al	propio	 tiempo,	por
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TEMA	9.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL:	LA	PROVINCIA,	EL	MUNICIPIO
Y	OTRAS	ENTIDADES	LOCALES.	ESPECIAL	REFERENCIA	AL	RÉGIMEN
DE	ORGANIZACIÓN	DE	LOS	MUNICIPIOS	DE	GRAN	POBLACIÓN.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Dentro	de	las	instancias	con	autonomía	política	que	componen	el	Estado,	las	Entidades	Locales	constituyen
el	último	escalón	en	los	niveles	de	autogobierno	que	se	reconocen	en	la	organización	territorial	por	debajo
de	las	CC.AA.	

La	Constitución	Española,	en	el	diseño	de	la	organización	territorial	del	Estado	que	se	dispone	en	SU	Título
VIII,	reconoce	la	autonomía	de	los	municipios	y	provincias	para	la	gestión	de	sus	respectivos	intereses,	en
los	mismos	términos	que	a	 las	Comunidades	Autónomas	(art.	137	CE),	si	bien	el	alcance	de	una	y	otra
difieren	al	concretarse	a	lo	largo	de	los	Capítulos	II	y	III	de	dicho	Título.	

Se	reconoce	así	a	las	entidades	públicas	que	cuenta	con	una	mayor	tradición	histórica	en	nuestra	organiza‐
ción	del	poder	público,	ya	que	se	remontan	a	los	fueros	municipales	que	comenzaron	a	otorgarse	en	la	Alta
Edad	Media.	Su	evolución	a	partir	del	régimen	constitucional	se	ha	caracterizado	por	la	progresiva	intensifi‐
cación	de	la	autonomía	y	del	carácter	democrático	de	sus	instituciones	que	se	inició	con	el	reconocimiento
en	la	Constitución	de	1812	de	las	Diputaciones	y	los	Ayuntamientos	como	entidades	territoriales	a	nivel	local,
con	algunas	de	las	características	que	se	han	mantenido	hasta	la	actualidad	–en	concreto,	un	cierto	nivel	de
autoadministración	y	una	organización	basada	en	una	asamblea	electiva	presidida	por	un	Jefe	o	Alcalde–,
pero	sin	una	verdadera	autonomía	al	encontrarse	bajo	la	dependencia	del	Estado.

Su	evolución	a	lo	largo	del	siglo	XIX	osciló	entre	períodos	de	mayor	o	menor	autonomía,	así	como	de	elección
o	designación	de	sus	titulares,	que	no	contribuyeron	a	aportar	estabilidad	a	estas	instituciones	que	sufrieron,
además,	un	progresivo	desgaste	en	sus	recursos	a	favor	del	Estado	al	que,	en	última	instancia,	se	encontraban
sometidos.	

Ya	en	el	siglo	XX	comenzó	un	período	de	reforma	al	que	contribuyó	el	Estatuto	Municipal	de	Calvo	Sotelo	de
1924	–que	pretendió	democratizar	la	vida	local,	aumentar	sus	competencia	y	mejorar	su	Hacienda–,	y	que
culminó	con	el	reconocimiento	pleno	de	su	autonomía	y	del	carácter	electivo	de	sus	representantes	por
sufragio	popular	bajo	la	Constitución	Republicana	de	1931.		Estos	logros	desaparecieron	bajo	la	dictadura
franquista,	que	sometió	a	 las	Administraciones	 locales	estableciendo	 la	designación	gubernativa	de	 los
Alcaldes	y	Presidentes,	así	como	la	fiscalización	y	tutela	de	todos	sus	actos.

La	Constitución	Española	de	1978	culmina	la	evolución	de	la	Administración	Local	situándola	en	la	base	de
la	organización	territorial	del	Estado	con	plena	autonomía,	bajo	una	organización	democrática	y	con	autosu‐
ficiencia	 financiera.	Dicho	ello,	ni	 la	 legislación	ni	siquiera	 la	doctrina	ofrecen	un	concepto	unitario	del
término	Administración	Local,	sino	que	una	y	otra	se	limitan	a	enumerar	las	entidades	que	la	integran	y	a
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TEMA	10.‐	LA	LEY	7/2015,	DE	MUNICIPIOS	DE	CANARIAS:
AUTONOMÍA	MUNICIPAL	Y	COMPETENCIAS	MUNICIPALES.

1.‐	LA	LEY	DE	MUNICIPIOS	DE	CANARIAS

La	Ley	7/2015,	de	1	de	abril,	de	los	Municipios	de	Canarias,	consta	de	135	artículos	y	presenta	la	siguiente
estructura	en	Títulos:

‐	TÍTULO	PRELIMINAR.	Disposiciones	generales
‐	TÍTULO	I.	Del	municipio
‐	TÍTULO	II.	Participación	ciudadana	y	transparencia
‐	TÍTULO	III.	Estatuto	de	los	miembros	electos	y	organización	municipal
‐	TÍTULO	IV.	Otras	entidades	del	sector	público	municipal	de	Canarias
‐	TÍTULO	V.	Funcionamiento	de	los	Ayuntamientos
‐	TÍTULO	VI.	Procedimientos	administrativos
‐	TÍTULO	VII.	Régimen	jurídico
‐	TÍTULO	VIII.	Patrimonio	y	contratación	municipal
‐	TÍTULO	IX.	Haciendas	locales
‐	TÍTULO	X.	Financiación	municipal

2.‐	DISPOSICIONES	GENERALES

Objeto	de	la	ley.‐	Es	objeto	de	la	presente	ley	la	regulación	de	los	municipios	y	del	resto	de	entidades	de
Canarias	previstas	en	el	artículo	siguiente,	en	desarrollo	de	la	legislación	básica	de	régimen	local,	bajo
el	título	competencial	que	le	confiere	el	Estatuto	de	Autonomía	de	Canarias.

Ámbito	de	aplicación.‐	Esta	ley	será	aplicable	a	las	siguientes	entidades:

a)	Los	municipios.

b)	Las	Áreas	metropolitanas.

c)	Las	Mancomunidades	de	municipios.

d)	La	entidad	de	gestión	desconcentrada	de	la	isla	de	La	Graciosa.

e)	Los	organismos	autónomos	y	las	entidades	públicas	empresariales	constituidas	para	la	prestación	de
servicios	públicos	y	actividades	de	competencia	municipal	por	alguna	de	las	entidades	citadas	en	las
letras	anteriores.

f)	Los	consorcios	en	que	se	integren	entidades	municipales	canarias,	cuando	estén	adscritos	a	alguna	de
ellas.
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TEMA	11.‐	LA	ORGANIZACIÓN	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA.	EL	CONSEJO	EUROPEO,
EL	CONSEJO,	EL	PARLAMENTO	EUROPEO,	LA	COMISIÓN	EUROPEA	Y	EL	TRIBUNAL

DE	JUSTICIA	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA.	CANARIAS	EN	LA	UNIÓN	EUROPEA.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA

Las	principales	instituciones	responsables	de	la	toma	de	decisiones	en	el	seno	de	la	Unión	Europea	son:

•	El	Parlamento	Europeo,	que	representa	a	los	ciudadanos	de	la	UE	y	es	elegido	directamente	por	ellos;
•	El	Consejo	de	la	Unión	Europea,	que	representa	a	los	Estados	miembros	individuales;
•	La	Comisión	Europea,	que	defiende	los	intereses	de	la	Unión	en	su	conjunto.

Este	«triángulo	institucional»	elabora	las	políticas	y	leyes	que	se	aplican	en	la	UE.	En	principio,	la	Comisión
propone	las	nuevas	normas,	pero	son	el	Parlamento	y	el	Consejo	quienes	las	adoptan.

El	Tribunal	de	Justicia	vela	por	el	cumplimiento	de	la	legislación	europea,	y	el	Tribunal	de	Cuentas	controla
la	financiación	de	las	actividades	de	la	Unión.

Diversos	organismos	también	desempeñan	un	papel	clave	en	el	funcionamiento	de	la	UE:

•	El	Comité	Económico	y	Social	Europeo	representa	a	la	sociedad	civil,	los	patronos	y	los	empleados;

•	El	Comité	de	las	Regiones	representa	a	las	autoridades	regionales	y	locales;	

•	El	Banco	Europeo	de	Inversiones	financia	proyectos	de	inversión	de	la	UE	y	ayuda	a	las	pequeñas
empresas	a	través	del	Fondo	Europeo	de	Inversiones;

•	El	Banco	Central	Europeo	es	responsable	de	la	política	monetaria	europea;

•	El	Defensor	del	Pueblo	Europeo	investiga	las	denuncias	de	los	ciudadanos	sobre	la	mala	gestión	de	las
instituciones	y	organismos	de	la	UE;

•	El	Supervisor	Europeo	de	Protección	de	Datos	protege	la	intimidad	de	los	datos	personales	de	los
ciudadanos.

Además,	se	han	creado	agencias	especializadas	para	hacer	frente	a	determinadas	tareas	técnicas,	científicas
o	de	gestión.

Los	poderes	y	las	responsabilidades	de	las	instituciones	de	la	UE,	así	como	las	normas	y	los	procedimientos
que	deben	seguir,	se	establecen	en	los	Tratados	constitutivos	de	la	UE.	Los	Tratados	son	acordados	por	los
Presidentes	o	los	Primeros	Ministros	de	todos	los	países	de	la	UE,	y	son	ratificados	por	sus	Parlamentos.
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TEMA	12.	CONCEPTO	DE	DERECHO	ADMINISTRATIVO.	LAS	FUENTES	DEL	DERE‐
CHO	ADMINISTRATIVO.	CONCEPTO.	CLASES	DE	FUENTES.	LA	JERARQUÍA	DE	LAS
FUENTES.	PRINCIPIOS	GENERALES	DEL	DERECHO.	TRATADOS	INTERNACIONALES.

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.‐	ORÍGENES,	CONCEPTO	Y	CONTENIDO	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO

El	Derecho	Administrativo	surgió	como	manifestación	de	las	concepciones	jurídicas	de	la	Revolución	france‐
sa	y	como	una	reacción	directa	contra	las	técnicas	de	gobierno	del	absolutismo.	Este	partía	de	un	principio
básico:	la	fuente	de	todo	Derecho	es	la	persona	subjetiva	del	Rey	en	su	condición	de	representante	de	Dios
en	la	comunidad,	lo	que	implica	que	puede	actuar	tanto	por	normas	generales	como	por	actos	singulares	o
por	sentencias	contrarias	a	aquellas.	Los	revolucionarios	rechazaban	tal	situación	afirmando	que	la	fuente
del	Derecho	no	está	en	ninguna	institución	supuestamente	trascendental	a	la	comunidad,	sino	en	esta	misma,
en	su	voluntad	general.	Y	a	la	vez,	sólo	hay	una	forma	legítima	de	expresión	de	esa	voluntad:	la	ley	general,
la	cual	ha	de	determinar	todos	y	cada	uno	de	los	actos	singulares	del	poder.

La	mayor	parte	de	los	conceptos	que	de	Derecho	Administrativo	se	han	dado	vienen	impuestos	por	una	doble
consideración:	que	el	Derecho	Administrativo	es	esencialmente	la	rama	jurídica	reguladora	de	la	organiza‐
ción	y	funcionamiento	de	la	Administración	pública,	lo	cual	parece	evidente,	y	que	‐por	otra	parte‐	no	toda
la	normativa	aplicable	con	fines	de	organizar	o	hacer	actuar	a	la	Administración	pública	es,	sin	embargo,
Derecho	Administrativo.	Dicho	de	otra	 forma,	 la	necesidad	de	elaboración	de	un	concepto	del	Derecho
Administrativo	viene	impuesta	porque	el	criterio	subjetivo,	la	presencia	de	la	Administración	en	una	relación
jurídica	cualquiera,	es	insuficiente	para	hacer	de	esa	relación	una	sujeta	al	Derecho	Administrativo,	ya	que
a	menudo	ésta	se	somete	al	Derecho	privado	al	actuar	sin	imperium.

De	acuerdo	con	las	dos	notas	fundamentales	citadas,	esto	es,	el	Derecho	Administrativo	es	el	Derecho	de	la
Administración,	y	el	Derecho	Administrativo	es	un	Derecho	distinto	del	privado	y,	por	consiguiente	público,
ENTRENA	CUESTA	define	el	Derecho	Administrativo	como	“el	conjunto	de	normas	de	Derecho	Público
interno	que	regulan	la	organización	y	actividad	de	las	Administraciones	públicas”.

Por	su	parte,	GARCÍA	DE	ENTERRÍA,	después	de	recordar	la	existencia	de	dos	clases	de	Derechos:	Derechos
generales	y	Derechos	estatutarios,	entiende	que	el	Derecho	Administrativo	no	es	el	Derecho	propio	de	unos
órganos	o	de	un	poder,	ni	tampoco	el	Derecho	propio	de	una	función,	sino	un	Derecho	de	naturaleza	estatuta‐
ria,	en	cuanto	se	dirige	a	la	regulación	de	las	singulares	especies	de	sujetos	que	se	agrupan	bajo	el	nombre
de	Administraciones	Públicas,	sustrayendo	a	estos	sujetos	singulares	del	Derecho	Común.

Para	ZANOBINI	«el	Derecho	administrativo	es	aquella	parte	del	Derecho	público	que	tiene	por	objeto	regular
la	organización,	los	medios	y	las	formas	de	la	actividad	de	las	administraciones	públicas	y	las	consiguientes
relaciones	jurídicas	entre	aquéllas	y	otros	sujetos».

De	estas	definiciones	se	desprenden	los	siguientes	rasgos:
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TEMA	13.	LA	LEY.	DISPOSICIONES	DEL	EJECUTIVO	CON	FUERZA	DE	LEY:
DECRETO‐LEY	Y	DECRETO	LEGISLATIVO.

1.‐	LA	LEY	COMO	FUENTE	DEL	DERECHO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	LEY	EN	GENERAL

En	el	ámbito	jurídico	se	puede	hablar	de	tres	significados	del	vocablo	ley:

‐En	sentido	amplísimo:	se	usa	como	equivalente	a	Derecho,	a	norma	jurídica	en	general.

‐En	sentido	amplio:	se	usa	como	fuente	del	Derecho.	Ley	es	la	norma	jurídica	emanada	del	Estado,	escrita
y	solemne	que,	como	Derecho	escrito,	se	contrapone	a	la	costumbre,	o	Derecho	consuetudinario.

‐En	sentido	restringido:	Se	designa	sólo	a	un	determinado	grupo	de	normas	dictadas	por	el	Estado,	las
de	superior	jerarquía,	por	emanar	del	Poder	Legislativo	y	requerir	especiales	requisitos	y	solemnidades,
contraponiéndose	así	las	leyes	a	los	reglamentos	o	disposiciones	administrativas	de	rango	inferior.

En	el	ámbito	específico	del	Derecho	Administrativo,	la	Ley	es	solamente	la	norma	jurídica	de	carácter	general
emanada	del	órgano	titular	del	Poder	Legislativo,	definición	que	recoge	el	aspecto	material	de	la	Ley	(norma
jurídica	general	y	obligatoria),	y	el	aspecto	formal	(acto	emanado	del	Poder	Legislativo).

De	lo	dicho	se	desprende	que,	si	se	acepta	la	distinción	entre	ley	formal	y	material,	no	todas	las	leyes	forma‐
les	son	leyes	en	sentido	material	(por	ejemplo,	la	ley	de	concesión	por	las	Cortes	de	una	pensión	extraordina‐
ria	a	una	persona	determinada),	ni	todas	las	leyes	en	sentido	material	son	también	leyes	formales.

1.2.‐	TIPOS	DE	LEYES	PREVISTAS	EN	LA	CONSTITUCIÓN

El	ordenamiento	constitucional	reconoce	una	pluralidad	de	instrumentos	normativos	con	valor	y	fuerza	de
ley,	distinguiéndose	las	siguientes	normas	legales:

‐Leyes	Orgánicas
‐Leyes	Ordinarias:

‐Leyes	del	Pleno	de	las	Cortes
‐Leyes	de	Comisiones	de	las	Cortes
‐Leyes	de	Armonización
‐Leyes	Marco
‐Leyes	de	las	CC.AA.

‐Disposiciones	del	ejecutivo	con	fuerza	de	ley
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TEMA	14.	REGLAMENTO:	CONCEPTO,	CLASES	Y	LÍMITES.

1.‐	CONCEPTO	DE	REGLAMENTO

El	Reglamento	es	toda	disposición	jurídica	de	carácter	general	dictada	por	la	Administración	Pública,	en
virtud	de	su	competencia	propia,	con	valor	subordinado	a	la	ley.

La	potestad	reglamentaria	es	el	poder	en	virtud	del	cual	la	Administración	dicta	Reglamentos.	Es	quizá	su
potestad	más	intensa,	puesto	que	implica	participar	en	la	formación	del	ordenamiento.	De	este	modo,	la
Administración	no	es	sólo	un	sujeto	de	Derecho	sometido	como	los	demás	a	un	ordenamiento	que	le	viene
impuesto,	sino	que	tiene	la	capacidad	de	formar	en	una	cierta	medida	su	propio	ordenamiento,	y	aún	el	de
los	demás.	Las	razones	que	justifican	la	potestad	reglamentaria	son:

‐La	composición	política	y	no	técnica	de	las	Cámaras	Legislativas,	que	determina	que	éstas	no	sean
idóneas	para	la	confección	de	los	Reglamentos.

‐La	gran	movilidad	de	las	normas	administrativas,	que	exige	que	éstas	no	tengan	el	rango	formal	que	la
ley	comporta,	lo	que	facilita	su	derogación	y	sustitución	por	otras.

‐La	amplia	esfera	discrecional	del	Poder	Ejecutivo,	que	determina	 la	conveniencia	de	que	 la	propia
Administración	se	autolimite	dictando	Reglamentos.

‐La	oportunidad	de	atribuir	determinadas	materias	al	Poder	Ejecutivo	para	que	las	reglamente,	supuesto
que	el	legislador	no	puede	preverlo	todo.

La	Constitución,	en	su	artículo	97,	determina	que	es	el	Gobierno	quien	ejerce	la	potestad	reglamentaria,	de
acuerdo	con	la	Constitución	y	las	Leyes.	Esto	no	quiere	decir	que	no	la	tengan	también	las	Comisiones	Delega‐
das,	los	Ministros	y	otras	autoridades	y	órganos	inferiores	dentro	de	la	Administración	del	Estado.

Asimismo,	la	tienen	los	entes	territoriales	distintos	del	Estado	y	con	personalidad	jurídica	propia,	como	las
CC.AA.,	las	Provincias	y	Municipios.	También	los	entes	no	territoriales	o	institucionales,	en	el	ámbito	de	sus
competencias	(OO.AA.,	Universidades,	etc).

2.‐	NATURALEZA	DEL	REGLAMENTO

Los	Reglamentos	son	fuentes	del	Derecho	para	la	Administración,	pero	proceden	de	ella	misma.	Esto	deter‐
mina	que	ofrezcan	una	doble	vertiente:

‐POR	SU	PROCEDENCIA	son,	para	cierto	sector	doctrinal,	actos	administrativos	sometidos	al	principio
de	legalidad	y	susceptibles,	en	su	caso,	de	ser	fiscalizados	por	la	jurisdicción	contencioso‐administrativa.

‐POR	SU	CONTENIDO	son	normas	de	derecho	objetivo,	por	lo	que	vienen	a	integrarse	en	el	bloque	de	la
legalidad	que	se	impone	a	la	propia	Administración	en	su	actuación	concreta.
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TEMA	15.	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO,	CLASES	Y	ELEMENTOS.
EFICACIA	Y	VALIDEZ	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	MOTIVACIÓN,

NOTIFICACIÓN	Y	PUBLICACIÓN.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD	DE	LOS	ACTOS
ADMINISTRATIVOS.	CONVERSIÓN,	CONSERVACIÓN	Y	CONVALIDACIÓN.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede	definirse	al	acto	administrativo	como	cualquier	declaración	de	voluntad,	de	deseo,	de	conocimiento
o	de	juicio	realizada	por	un	órgano	de	la	Administración	Pública	en	el	ejercicio	de	una	potestad	administrati‐
va.	Y	también,	de	una	forma	más	breve,	como	acto	jurídico	realizado	por	la	Administración	con	arreglo	al
Derecho	Administrativo.	O	como	toda	declaración	jurídica,	unilateral	y	ejecutiva,	en	virtud	de	la	cual	la
Administración	tiende	a	crear,	reconocer,	modificar	o	extinguir	situaciones	jurídicas	objetivas.

La	Ley	39/2015	no	da	un	concepto	de	acto	administrativo,	si	bien	el	art.	34	da	por	sentada	su	existencia
cuando	manifiesta	que	“Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo	que	“El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.

Establecido	el	concepto,	se	pueden	señalar	las	siguientes	características	de	los	actos	administrativos:

1ª.‐	El	acto	administrativo	es	un	acto	jurídico:	consiste	en	una	declaración,	lo	que	excluye	las	actividades
materiales	de	la	Administración	(actividades	instrumentales	como	una	llamada	por	teléfono,	un	requeri‐
miento	de	documentación,	el	otorgamiento	de	un	plazo,	etc).

2ª.‐	La	declaración	puede	ser	de	voluntad,	de	juicio,	de	conocimiento	y	de	deseo:

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	se	pueden	citar	los	actos	consultivos,	los	informes,	los	actos
de	intervención	y	fiscalización	financiera,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	están	los	certificados,	las	anotaciones	o	registro	de	títulos,
los	levantamientos	de	actas,	etc.

‐Como	declaraciones	de	deseo,	las	propuestas	o	peticiones	de	un	órgano	a	otro.

3ª.‐	El	acto	administrativo	ha	de	proceder	de	una	Administración,	lo	que	implica	que	no	puedan	ser
considerados	actos	administrativos:

‐Los	actos	políticos	del	Gobierno.
‐Los	actos	jurídicos	del	interesado.
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TEMA	16.	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	I:	CAPACIDAD	DE	OBRAR	Y	CON‐
CEPTO	DE	INTERESADO.	IDENTIFICACIÓN	Y	FIRMA	DE	LOS	INTERESADOS	EN	EL
PROCEDIMIENTO.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS	EN	SUS	RELACIONES	CON	LAS
AA.PP.	DERECHO	Y	OBLIGACIÓN	DE	RELACIONARSE	ELECTRÓNICAMENTE	CON
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	TÉRMINOS	Y	PLAZOS.	OBLIGACIÓN	DE

ADMINISTRACIÓN	DE	RESOLVER.	EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	Y	NATURALEZA

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO:	La	definición	habitual	puede	ser	bien	el	método	para	ejecutar	algunas
cosas,	o	bien	la	actuación	que	se	lleva	a	cabo	mediante	trámites	administrativos	o	judiciales.

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	La	Exposición	de	Motivos	de	la	Ley	de	Procedimiento
Administrativo	de	1958	lo	definió	como	“cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y	de	una	forma	más	concisa,	el	artículo	105.c)	de	la	Consti‐
tución	lo	define	indirectamente	como	“procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	adminis‐
trativos”.

Actualmente	la	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Adminis‐
traciones	Públicas,	lo	define	como	el	conjunto	ordenado	de	trámites	y	actuaciones	formalmente	realiza‐
das,	según	el	cauce	legalmente	previsto,	para	dictar	un	acto	administrativo	o	expresar	la	voluntad	de	la
Administración.

El	procedimiento	administrativo	es,	en	definitiva,	la	forma	en	que	han	de	producirse	los	actos	adminis‐
trativos,	que	deberán	ajustarse	al	procedimiento	establecido.	Como	consecuencia	de	los	pasos	y	resulta‐
dos	obtenidos	en	las	distintas	fases	del	procedimiento	se	forma	un	expediente,	en	el	que	figuran	los
diferentes	 documentos	 generados,	 que	 habitualmente	 son	 escritos.	 El	 expediente	 será	 la	 base	 que
permitirá	llegar	a	una	resolución	final,	que	contiene	la	decisión	de	la	Administración.

CONCEPTO	 DE	 PROCEDIMIENTO	 ADMINISTRATIVO	 COMÚN.‐	 El	 artículo	 149.1.18.	 de	 la	 Constitución
distingue	entre	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	administraciones	públicas,	que	habrán	de	garantizar
al	administrado	un	tratamiento	común	ante	ellas;	el	procedimiento	administrativo	común,	sin	perjuicio
de	las	especialidades	derivadas	de	la	organización	propia	de	las	Comunidades	Autónomas	y	el	sistema
de	responsabilidad	de	todas	las	Administraciones	Públicas.

La	Ley	39/2015	recoge	esta	concepción	constitucional	de	distribución	de	competencias	y	regula	el
procedimiento	administrativo	común,	de	aplicación	general	a	todas	las	Administraciones	Públicas	y	fija
las	garantías	mínimas	de	los	ciudadanos	respecto	de	la	actividad	administrativa.	Esta	regulación	no	agota
las	competencias	estatales	o	autonómicas	de	establecer	procedimientos	específicos	por	razón	de	 la
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TEMA	17.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	II:	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN,
INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.
TRAMITACIÓN	SIMPLIFICADA	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.

ESPECIALIDADES	DEL	PROCEDIMIENTO	SANCIONADOR	Y	DEL	PROCEDIMIENTO
EN	MATERIA	DE	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL.

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	 las	Administraciones	Públicas,	 regula	 el
procedimiento	administrativo	con	las	siguientes	fases:

1ª.‐	Iniciación
2ª.‐	Ordenación
3ª.‐	Instrucción
4ª.‐	Finalización
5ª.‐	Ejecución

1.‐	INICIACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO

1.1.‐		DISPOSICIONES	GENERALES

Clases	de	iniciación.‐	Los	procedimientos	podrán	iniciarse	de	oficio	o	a	solicitud	del	interesado.

Información	y	actuaciones	previas.‐	Con	anterioridad	al	inicio	del	procedimiento,	el	órgano	competente
podrá	abrir	un	período	de	información	o	actuaciones	previas	con	el	fin	de	conocer	las	circunstancias	del
caso	concreto	y	la	conveniencia	o	no	de	iniciar	el	procedimiento.

Las	actuaciones	previas	serán	realizadas	por	los	órganos	que	tengan	atribuidas	funciones	de	investiga‐
ción,	averiguación	e	inspección	en	la	materia	y,	en	defecto	de	éstos,	por	la	persona	u	órgano	administrati‐
vo	que	se	determine	por	el	órgano	competente	para	la	iniciación	o	resolución	del	procedimiento.

Medidas	provisionales.‐	Iniciado	el	procedimiento,	el	órgano	administrativo	competente	para	resolver,	podrá
adoptar,	de	oficio	o	a	instancia	de	parte	y	de	forma	motivada,	las	medidas	provisionales	que	estime
oportunas	para	asegurar	la	eficacia	de	la	resolución	que	pudiera	recaer,	si	existiesen	elementos	de	juicio
suficientes	para	ello,	de	acuerdo	con	los	principios	de	proporcionalidad,	efectividad	y	menor	onerosidad.

Antes	de	la	iniciación	del	procedimiento	administrativo,	el	órgano	competente	para	iniciar	o	instruir	el
procedimiento,	de	oficio	o	a	instancia	de	parte,	en	los	casos	de	urgencia	inaplazable	y	para	la	protección
provisional	de	los	intereses	implicados,	podrá	adoptar	de	forma	motivada	las	medidas	provisionales	que
resulten	necesarias	y	proporcionadas.	Las	medidas	provisionales	deberán	ser	confirmadas,	modificadas
o	levantadas	en	el	acuerdo	de	iniciación	del	procedimiento,	que	deberá	efectuarse	dentro	de	los	quince
días	siguientes	a	su	adopción,	el	cual	podrá	ser	objeto	del	recurso	que	proceda.

En	todo	caso,	dichas	medidas	quedarán	sin	efecto	si	no	se	 inicia	el	procedimiento	en	dicho	plazo	o
cuando	el	acuerdo	de	iniciación	no	contenga	un	pronunciamiento	expreso	acerca	de	las	mismas.
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TEMA	18.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	(III):	LA	REVISIÓN	DE
LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA;	REVISIÓN	DE	OFICIO.
LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	OBJETO	Y	CLASES.

1.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	relación	jurídica	que	liga	a	la	Administración	con	el	ciudadano	está	presidida	por	una	idea	de	prerrogativa
favorable	a	la	Administración,	en	razón	de	los	intereses	generales	que	tutela.	Para	garantizar	la	igualdad	en
las	relaciones	entre	la	Administración	y	los	ciudadanos	se	han	creado,	básicamente,	tres	técnicas:	el	procedi‐
miento	administrativo,	el	sistema	de	recursos,	y	el	control	de	la	legalidad	por	jueces	y	Tribunales.

La	revisión	de	un	acto	administrativo	puede	ser	promovida	por	tanto	por	un	ciudadano,	en	sentido	amplio,
como	por	una	Administración	Pública	distinta	de	la	autora	del	acto,	o	por	la	Administración	autora	del	acto,
en	cuanto	gestora	directa	del	interés	general.	En	este	último	caso	estamos	en	presencia	de	lo	que	se	llama
revisión	de	oficio,	que	incluye	la	revisión	de	actos	nulos	y	la	revisión	de	actos	anulables.	En	el	primer	caso
(revisión	promovida	por	un	ciudadano),	y	dentro	de	la	vía	administrativa,	estaríamos	ante	los	llamados
recursos	administrativos.

1.2.‐	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO

Revisión	de	disposiciones	y	actos	nulos.‐	Las	Administraciones	Públicas,	en	cualquier	momento,	por	iniciati‐
va	propia	o	a	 solicitud	de	 interesado,	y	previo	dictamen	 favorable	del	Consejo	de	Estado	u	órgano
consultivo	equivalente	de	la	Comunidad	Autónoma,	si	lo	hubiere,	declararán	de	oficio	la	nulidad	de	los
actos	administrativos	que	hayan	puesto	fin	a	la	vía	administrativa	o	que	no	hayan	sido	recurridos	en
plazo,	en	los	supuestos	de	nulidad	de	pleno	derecho.

Asimismo,	en	cualquier	momento,	las	Administraciones	Públicas	de	oficio,	y	previo	dictamen	favorable
del	Consejo	de	Estado	u	órgano	consultivo	equivalente	de	la	Comunidad	Autónoma	si	lo	hubiere,	podrán
declarar	la	nulidad	de	las	disposiciones	administrativas	que	vulneren	la	Constitución,	las	leyes	u	otras
disposiciones	administrativas	de	rango	superior,	las	que	regulen	materias	reservadas	a	la	Ley,	y	las	que
establezcan	la	retroactividad	de	disposiciones	sancionadoras	no	favorables	o	restrictivas	de	derechos
individuales.

El	órgano	competente	para	la	revisión	de	oficio	podrá	acordar	motivadamente	la	inadmisión	a	trámite
de	las	solicitudes	formuladas	por	los	interesados,	sin	necesidad	de	recabar	Dictamen	del	Consejo	de
Estado	u	órgano	consultivo	de	la	Comunidad	Autónoma,	cuando	las	mismas	no	se	basen	en	alguna	de	las
causas	de	nulidad	de	pleno	derecho	o	carezcan	manifiestamente	de	fundamento,	así	como	en	el	supuesto
de	que	se	hubieran	desestimado	en	cuanto	al	fondo	otras	solicitudes	sustancialmente	iguales.
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TEMA	19.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLI‐
CACIÓN.	TIPOS	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	ÓRGANO	DE	CONTRATA‐
CIÓN.	OBJETO,	PRESUPUESTO	BASE	DE	LICITACIÓN,	VALOR	ESTIMADO,	PRECIO
DEL	CONTRATO	Y	SU	REVISIÓN.	GARANTÍAS.	PREPARACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS:
EXPEDIENTES	DE	CONTRATACIÓN	Y	PLIEGOS	DE	CLÁUSULAS	ADMINISTRATIVAS

Y	PRESCRIPCIONES	TÉCNICAS.	PROCEDIMIENTO	DE	ADJUDICACIÓN.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.
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TEMA	20.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO	(I).
OBJETO,	ÁMBITO	SUBJETIVO,	PRINCIPIOS	GENERALES.	LOS	ÓRGANOS
ADMINISTRATIVOS.	COMPETENCIAS.	ABSTENCIÓN	Y	RECUSACIÓN.

FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.‐	ESTRUCTURA

Mediante	Ley	40/2015,	de	1	de	octubre,	se	ha	regulado	el	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público,	cuya	entrada
en	vigor	se	produjo	‐como	la	Ley	39/2015‐	el	2	de	octubre	de	2016.	Su	estructura	es	la	siguiente:

Preámbulo

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	Disposiciones	generales,	principios	de	actuación	y	funcionamiento	del	sector
público

CAPÍTULO	I.	Disposiciones	generales
CAPÍTULO	II.	De	los	órganos	de	las	Administraciones	Públicas

Sección	1.ª	De	los	órganos	administrativos
Sección	2.ª	Competencia
Sección	3.ª	Órganos	colegiados	de	las	distintas	administraciones	públicas

Subsección	1.ª	Funcionamiento
Subsección	2.ª	De	los	órganos	colegiados	en	la	Administración	General	del	Estado

Sección	4.ª	Abstención	y	recusación

CAPÍTULO	III.	Principios	de	la	potestad	sancionadora
CAPÍTULO	IV.	De	la	responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas

Sección	1.ª	Responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas
Sección	2.ª	Responsabilidad	de	las	autoridades	y	personal	al	servicio	de	las	Administraciones
Públicas

CAPÍTULO	V.	Funcionamiento	electrónico	del	sector	público
CAPÍTULO	VI.	De	los	convenios

•	TÍTULO	I.	Administración	General	del	Estado
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TEMA	21.‐	LEY	40/2015	(II):	PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA
DE	LAS	AA.PP.	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA

La	Ley	40/2015,	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público,	establece	los	principios	de	la	potestad	sancionadora
en	su	Capítulo	III	(arts.	25	a	31),	con	el	contenido	siguiente.

Principio	de	legalidad.‐	La	potestad	sancionadora	de	las	Administraciones	Públicas	se	ejercerá	cuando	haya
sido	expresamente	 reconocida	por	una	norma	con	 rango	de	Ley,	 con	aplicación	del	procedimiento
previsto	para	su	ejercicio	y	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	esta	Ley	y	en	la	Ley	de	Procedimiento
Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	y,	cuando	se	trate	de	Entidades	Locales,	de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	Ley	de	Bases	del	Régimen	Local.

El	ejercicio	de	la	potestad	sancionadora	corresponde	a	los	órganos	administrativos	que	la	tengan	expre‐
samente	atribuida,	por	disposición	de	rango	legal	o	reglamentario.

Las	disposiciones	de	este	Capítulo	serán	extensivas	al	ejercicio	por	las	Administraciones	Públicas	de	su
potestad	disciplinaria	respecto	del	personal	a	su	servicio,	cualquiera	que	sea	la	naturaleza	jurídica	de
la	relación	de	empleo.

Las	disposiciones	de	este	capítulo	no	serán	de	aplicación	al	ejercicio	por	las	Administraciones	Públicas
de	la	potestad	sancionadora	respecto	de	quienes	estén	vinculados	a	ellas	por	relaciones	reguladas	por
la	legislación	de	contratos	del	sector	público	o	por	la	legislación	patrimonial	de	las	Administraciones
Públicas.

Irretroactividad.‐	Serán	de	aplicación	las	disposiciones	sancionadoras	vigentes	en	el	momento	de	producirse
los	hechos	que	constituyan	infracción	administrativa.

Las	disposiciones	sancionadoras	producirán	efecto	retroactivo	en	cuanto	favorezcan	al	presunto	infrac‐
tor	o	al	infractor,	tanto	en	lo	referido	a	la	tipificación	de	la	infracción	como	a	la	sanción	y	a	sus	plazos	de
prescripción,	incluso	respecto	de	las	sanciones	pendientes	de	cumplimiento	al	entrar	en	vigor	la	nueva
disposición.

Principio	de	tipicidad.‐	Sólo	constituyen	infracciones	administrativas	las	vulneraciones	del	ordenamiento
jurídico	previstas	como	tales	infracciones	por	una	Ley,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	para	la	Administra‐
ción	Local	en	la	Ley	de	Bases	del	Régimen	Local.

Las	infracciones	administrativas	se	clasificarán	por	la	Ley	en	leves,	graves	y	muy	graves.

Únicamente	por	la	comisión	de	infracciones	administrativas	podrán	imponerse	sanciones	que,	en	todo
caso,	estarán	delimitadas	por	la	Ley.
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TEMA	22.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES
Y	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES:	DISPOSICIONES	GENERALES.
PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.

INTRODUCCIÓN

El	Reglamento	(UE)	2016/679	del	Parlamento	Europeo	y	del	Consejo,	de	27	de	abril	de	2016,	relativo	a	la
protección	de	las	personas	físicas	en	lo	que	respecta	al	tratamiento	de	datos	personales	y	a	la	libre	circula‐
ción	de	estos	datos	y	por	el	que	se	deroga	la	Directiva	95/46/CE	(Reglamento	General	de	Protección	de
Datos:	RGPD),	 se	encuadra	en	 la	 reforma	normativa	realizada	por	 la	Unión	Europea	con	el	objetivo	de
garantizar	unos	estándares	de	protección	de	datos	elevada	y	adaptada	a	la	realidad	digital	del	mundo	actual.

Este	Reglamento,	que	deroga	la	Directiva	95/46/CE,	fue	aprobado	por	el	Parlamento	Europeo	en	abril	y
entró	en	vigor	20	días	después	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	de	la	Unión	Europea,	el	4	de	mayo	de
2016.	Su	ámbito	de	aplicación	se	extiende	a	todos	los	países	miembros	de	la	Unión	Europea	y	se	aplicará
directamente	en	todos	ellos	a	partir	del	25	de	mayo	de	2018.

El	Reglamento	impone	un	nuevo	marco	normativo	al	conjunto	de	países	europeos,	otorgando	un	mayor
grado	de	control	a	los	ciudadanos	sobre	su	información	privada	e	imponiendo	cambios	radicales	para	las
empresas,	que	deben	empezar	a	adaptar	sus	protocolos	y	estructuras	a	la	nueva	regulación.

El	nuevo	Reglamento	ha	ampliado	notablemente	su	ámbito	de	aplicación	territorial.	No	se	restringe	única‐
mente	al	espacio	europeo,	sino	que	es	igualmente	obligatorio	para	las	empresas	responsables	o	encargadas
del	tratamiento	de	datos	no	establecidas	en	la	Unión	Europea,	siempre	que	ofrezcan	bienes	o	servicios	a
ciudadanos	que	sí	sean	residentes	o	controlen	el	comportamiento	de	éstos	en	dicho	territorio.

En	el	 ámbito	 actual	de	 la	economía	digital,	 los	datos	personales	han	adquirido	una	enorme	relevancia
económica,	en	particular	en	el	área	del	Big	Data.	Ello	tiene	además	directas	consecuencias	en	el	derecho	a
la	privacidad	de	los	ciudadanos.	En	consecuencia,	la	nueva	norma	se	basa	en	los	siguientes	principios:

1.‐	Un	continente,	una	norma.‐	La	nueva	normativa	establece	un	único	conjunto	de	normas	aplicable	en
el	conjunto	de	la	Unión	Europea.

2.‐	Ventanilla	única.‐	Los	empresarios	solo	tendrán	que	relacionarse	con	un	único	supervisor	en	Europa,
lo	que	se	estima	representará	un	ahorro	de	2.300	millones	de	euros	al	año.

3.‐	Europa	se	rige	por	la	normativa	europea.‐	Las	empresas	radicadas	fuera	de	la	Unión	deberán	aplicar
las	mismas	reglas	cuando	ofrezcan	sus	servicios	en	la	Unión	Europea.

4.‐	Consideración	de	los	riesgos	específicos.‐	Las	nuevas	normas	evitarán	pesadas	obligaciones	genéricas
sobre	el	tratamiento	de	datos,	adaptándolas	apropiadamente	a	sus	respectivos	factores	de	riesgo.
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TEMA	23.‐	LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	OBJETO
Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES	DE	LOS	TRABAJADORES.

INTRODUCCIÓN

El	artículo	40.2	de	la	Constitución	Española	encomienda	a	los	poderes	públicos,	como	uno	de	los	principios
rectores	de	 la	política	social	y	económica,	velar	por	 la	seguridad	e	higiene	en	el	 trabajo.	Este	mandato
constitucional	conlleva	la	necesidad	de	desarrollar	una	política	de	protección	de	la	salud	de	los	trabajadores
mediante	 la	prevención	de	 los	riesgos	derivados	de	su	trabajo	y	encuentra	en	 la	Ley	de	Prevención	de
Riesgos	Laborales	su	pilar	fundamental.	En	la	misma	se	configura	el	marco	general	en	el	que	habrán	de
desarrollarse	las	distintas	acciones	preventivas,	en	coherencia	con	las	decisiones	de	la	Unión	Europea	que
ha	expresado	su	ambición	de	mejorar	progresivamente	 las	 condiciones	de	 trabajo	y	de	 conseguir	este
objetivo	de	progreso	con	una	armonización	paulatina	de	esas	condiciones	en	los	diferentes	países	europeos.

De	 la	presencia	de	España	en	 la	Unión	Europea	se	deriva,	por	consiguiente,	 la	necesidad	de	armonizar
nuestra	política	con	la	naciente	política	comunitaria	en	esta	materia,	preocupada,	cada	vez	en	mayor	medida,
por	el	estudio	y	tratamiento	de	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Buena	prueba	de	ello	fue
la	modificación	del	Tratado	constitutivo	de	la	Comunidad	Económica	Europea	por	la	llamada	Acta	Única,	a
tenor	de	cuyo	artículo	118	A)	los	Estados	miembros	vienen,	desde	su	entrada	en	vigor,	promoviendo	la
mejora	del	medio	de	trabajo	para	conseguir	el	objetivo	antes	citado	de	armonización	en	el	progreso	de	las
condiciones	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Este	objetivo	se	ha	visto	reforzado	en	el	Tratado	de
la	Unión	Europea	mediante	el	procedimiento	que	en	el	mismo	se	contempla	para	la	adopción,	a	través	de
Directivas,	de	disposiciones	mínimas	que	habrán	de	aplicarse	progresivamente.

Consecuencia	de	todo	ello	ha	sido	la	creación	de	un	acervo	jurídico	europeo	sobre	protección	de	la	salud	de
los	 trabajadores	 en	 el	 trabajo.	De	 las	Directivas	que	 lo	 configuran,	 la	más	 significativa	 es,	 sin	duda,	 la
89/391/CEE,	relativa	a	la	aplicación	de	las	medidas	para	promover	la	mejora	de	la	seguridad	y	de	la	salud
de	 los	 trabajadores	en	el	 trabajo,	que	contiene	el	marco	 jurídico	general	en	el	que	opera	 la	política	de
prevención	comunitaria.

La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales	(en	adelante	LPRL)	transpone	al
Derecho	español	 la	citada	Directiva,	al	tiempo	que	incorpora	al	que	será	nuestro	cuerpo	básico	en	esta
materia	disposiciones	de	otras	Directivas	cuya	materia	exige	o	aconseja	la	transposición	en	una	norma	de
rango	legal,	como	son	las	Directivas	92/85/CEE,	94/33/CEE	y	91/383/CEE,	relativas	a	la	protección	de	la
maternidad	y	de	los	jóvenes	y	al	tratamiento	de	las	relaciones	de	trabajo	temporales,	de	duración	determina‐
da	y	en	empresas	de	trabajo	temporal.	Así	pues,	el	mandato	constitucional	contenido	en	el	artículo	40.2	de
nuestra	ley	de	leyes	y	la	comunidad	jurídica	establecida	por	la	Unión	Europea	en	esta	materia	configuran	el
soporte	básico	en	que	se	asienta	la	LPRL.	Junto	a	ello,	 los	compromisos	contraídos	con	la	Organización
Internacional	del	Trabajo	a	partir	de	la	ratificación	del	Convenio	155,	sobre	seguridad	y	salud	de	los	trabaja‐
dores	y	medio	ambiente	de	trabajo,	enriquecen	el	contenido	del	texto	legal	al	incorporar	sus	prescripciones
y	darles	el	rango	legal	adecuado	dentro	de	nuestro	sistema	jurídico.
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TEMA	24.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES
Y	HOMBRES:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	LA	LEY.	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y
LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINACIÓN.	POLÍTICAS	PÚBLICAS	PARA
LA	IGUALDAD.	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	EN	EL	EMPLEO	PÚBLICO.

INTRODUCCIÓN

Las	políticas	de	igualdad	se	definen	como	el	conjunto	de	las	decisiones,	objetivos	y	medidas	adoptadas	por
las	instituciones	públicas	en	relación	con	el	fomento	de	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	con	la	mejora
de	la	situación	socioeconómica,	política	y	cultural	de	la	mujer.	Estas	políticas	tienen	una	larga	historia.	Desde
1946,	momento	en	que	se	creó	la	Comisión	de	las	Naciones	Unidas	de	la	Condición	Jurídica	y	Social	de	la
Mujer,	no	se	ha	dejado	de	actuar	para	defender	los	derechos	de	las	mujeres	y	para	asegurar	la	igualdad	de
oportunidades	entre	sexos.

En	los	últimos	años	se	ha	experimentado,	desde	la	escala	europea	hasta	la	española,	la	necesidad	de	desarro‐
llar	las	políticas	de	género	y	de	hacer	efectiva	la	implementación	del	principio	de	igualdad	de	oportunidades
en	el	panorama	institucional	y	político.	Aunque	muchas	de	las	estrategias	para	alcanzar	este	hito	han	sido
la	realización	de	acciones	específicas	para	la	promoción	de	las	mujeres	en	algunos	contextos	determinados,
actualmente	se	observa	la	necesidad	de	adoptar,	conjuntamente	con	las	acciones	específicas,	medidas	de
carácter	 transversal.	Es	el	que	 se	 conoce	 como	Enfoque	 Integrado	de	Género	o	Gender	Mainstreaming,
término	acuñado	en	la	Cuarta	Conferencia	Mundial	de	las	Mujeres	de	Beijing	el	año	1995	que	hace	referencia
a	la	necesidad	de	incorporar	sistemáticamente	la	perspectiva	de	género	en	el	diseño,	realización	y	evaluación
de	todas	las	acciones	y	procesos	que	se	llevan	a	cabo	en	una	institución.	Se	trata,	pues,	de	incorporar	al
mismo	proceso	de	construcción	de	una	política,	plan	o	programa,	las	necesidades	y	condiciones	que	son
diferentes	entre	mujeres	y	hombres	para	conseguir	una	mejor	adaptación	a	las	características	de	todas	las
personas	a	las	cuales	va	dirigidas	la	política,	el	plan	o	el	programa.

En	España	el	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discrimina‐
ción	por	razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promo‐
ver	las	condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efecti‐
vas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.
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TEMA	25.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTEGRAL
CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GENERO:	OBJETO	DE	LA	LEY.	PRINCIPIOS	RECTORES.

MEDIDAS	DE	SENSIBILIZACIÓN,	PREVENCIÓN	Y	DETECCIÓN.	DERECHOS
DE	LAS	MUJERES	VÍCTIMAS	DE	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.

1.‐	LA	LEY	CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO

1.1.‐	ASPECTOS	GENERALES

La	Ley	Orgánica	1/2004,	de	28	de	diciembre,	de	Medidas	de	Protección	Integral	contra	 la	Violencia	de
Género,	pretende	atender	a	las	recomendaciones	de	los	organismos	internacionales	en	el	sentido	de	propor‐
cionar	una	respuesta	global	a	la	violencia	que	se	ejerce	sobre	las	mujeres.

El	ámbito	de	la	Ley	abarca	tanto	los	aspectos	preventivos,	educativos,	sociales,	asistenciales	y	de	atención
posterior	a	las	víctimas,	como	la	normativa	civil	que	incide	en	el	ámbito	familiar	o	de	convivencia	donde
principalmente	se	producen	las	agresiones,	así	como	el	principio	de	subsidiariedad	en	las	Administraciones
Públicas.		Igualmente	se	aborda	con	decisión	la	respuesta	punitiva	que	deben	recibir	todas	las	manifestacio‐
nes	de	violencia	que	esta	Ley	regula.

La	Ley	establece	medidas	de	sensibilización	e	intervención	en	al	ámbito	educativo.	Se	refuerza,	con	referen‐
cia	concreta	al	ámbito	de	la	publicidad,	una	imagen	que	respete	la	igualdad	y	la	dignidad	de	las	mujeres.	Se
apoya	a	las	víctimas	a	través	del	reconocimiento	de	derechos	como	el	de	la	información,	la	asistencia	jurídica
gratuita	y	otros	de	protección	social	y	apoyo	económico.	Proporciona	por	tanto,	una	respuesta	legal	integral
que	abarca	tanto	las	normas	procesales,	creando	nuevas	instancias,	como	normas	sustantivas,	penales	y
civiles,	incluyendo	la	debida	formación	de	los	operadores	sanitarios,	policiales	y	jurídicos	responsables	de
la	obtención	de	pruebas	y	de	la	aplicación	de	la	ley.

Las	situaciones	de	violencia	sobre	la	mujer	afectan	también	a	los	menores	que	se	encuentran	dentro	de	su
entorno	familiar,	víctimas	directas	o	indirectas	de	esta	violencia.	La	Ley	contempla	también	su	protección
no	sólo	para	la	tutela	de	los	derechos	de	los	menores,	sino	para	garantizar	de	forma	efectiva	las	medidas	de
protección	adoptadas	respecto	de	la	mujer.

1.2.‐	NOVEDADES	DE	LA	LEY

Se	establecen	medidas	de	sensibilización,	prevención	y	detección	e	intervención	en	diferentes	ámbitos:

•	Educación:	Se	especifican	 las	obligaciones	del	 sistema	para	 la	 transmisión	de	valores	de	respeto	a	 la
dignidad	de	las	mujeres	y	a	la	igualdad	entre	hombres	y	mujeres.	En	la	Educación	Secundaria	se	incorpo‐
ra	la	educación	sobre	la	igualdad	entre	hombres	y	mujeres	y	contra	la	violencia	de	género	como	conteni‐
do	curricular,	incorporando	en	todos	los	Consejos	Escolares	un	nuevo	miembro	que	impulse	medidas
educativas	a	favor	de	la	igualdad	y	contra	la	violencia	sobre	la	mujer.
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TEMA	26.‐	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO.	ATENCIÓN	DE	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD.
SERVICIO	DE	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA.	INFORMACIÓN	Y	PARTICIPACIÓN

CIUDADANA.	INICIATIVAS.	RECLAMACIONES.	QUEJAS.	PETICIONES.

1.‐	ATENCIÓN	AL	CIUDADANO

La	comunicación	cara	a	cara	es	la	forma	idónea	de	comunicación.	En	ella	utilizamos	no	sólo	la	palabra	sino
toda	una	gama	de	recursos	expresivos	como	el	gesto,	la	mirada,	la	postura,	es	decir,	lo	que	se	ha	denominado
el	lenguaje	corporal,	que	contribuyen	a	una	mejor	comunicación.

Es	una	comunicación	inmediata,	no	transcurre	ningún	lapso	de	tiempo	entre	la	formulación	de	la	pregunta
y	la	respuesta.	Y	hay	una	interrelación	mutua,	a	través	del	mecanismo	de	retroalimentación	que	va	depuran‐
do	la	comunicación	de	elementos	accesorios	y	subjetivos	hasta	lograr	una	correcta	interpretación	de	los
mensajes.

1.1.‐	CONDICIONES	MATERIALES

Es	de	sobras	conocido	el	influjo	que	el	medio	físico,	es	decir,	la	configuración	del	espacio	y	los	elementos	a
él	incorporados	ejercen	sobre	la	conducta.

La	comunicación	puede	verse	facilitada	o	dificultada	por	el	ambiente	en	que	se	produce.	Por	ello,	las	oficinas
de	información	deberían	cumplir	ciertos	requisitos	en	cuanto	a	emplazamiento,	características	y	organiza‐
ción	del	local:

‐Deberán	situarse	en	puntos	estratégicos	de	las	ciudades,	con	buenas	comunicaciones.	Su	acceso	deberá
ser	directo	desde	la	calle	y	contar	con	la	señalización	adecuada.

‐El	local	debe	ser	amplio,	bien	iluminado,	de	uso	exclusivo,	con	mobiliario	funcional	y	distribuido	de
forma	que	permita	preservar	la	intimidad	de	las	comunicaciones,	que	garantice	unas	condiciones	de
mínimo	confort	tanto	para	el	 informador	como	para	su	interlocutor,	que	ofrezca	facilidades	para	la
lectura	y	la	consulta	de	documentos.

‐Hay	que	evitar	en	la	medida	de	lo	posible	la	formación	de	colas	y,	cuando	no	puedan	evitarse,	deben
organizarse	(números,	turnomatic...)	procurando	que	exista	un	lugar	de	espera	con	asientos.

‐También	debe	disponerse	de	un	espacio	con	mesas	y	sillas	para	que	el	público	pueda	consultar	docu‐
mentos,	tomar	notas,	rellenar	impresos,	etc.

En	cuanto	al	sistema	de	atención	al	público,	hay	que	eliminar	las	barreras	arquitectónicas,	como	ventani‐
llas	o	mostradores	que	producen	la	impresión	de	que	la	Administración	es	un	coto	cerrado	diferenciado	y
enfrentado	a	los	ciudadanos.	Es	conveniente	combinar	el	mostrador	para	consultas	breves	y	entrega	de
formularios,	instancias,	etc.	con	las	mesas	individuales	donde	se	ofrece	una	información	más	detallada.
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TEMA	27.‐	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO,	REGISTRO	Y	ARCHIVO.	FUNCIONES	DEL
REGISTRO	Y	DEL	ARCHIVO.	CLASES	DE	ARCHIVO	Y	CRITERIOS	DE	ORDENACIÓN.

1.‐	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO,	REGISTRO	Y	ARCHIVO

1.1.- DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS

Según la RAE, un documento se define como “diploma,	carta,	relación	u	otro	escrito	que	ilustra	acerca	de	algún
hecho,	principalmente	de	los	históricos”, y también como “escrito	en	que	constan	datos	fidedignos	o	susceptibles
de	ser	empleados	como	tales	para	probar	algo”.

Como definición legal, la Ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español, entiende por documento toda
expresión en lenguaje natural o convencional y cualquier otra expresión gráfica, sonora o en imagen, recogi-
das en cualquier tipo de soporte material, incluso los soportes informáticos, excluyendo los ejemplares no
originales de ediciones.

La actividad administrativa se distingue por su carácter documental, es decir, por reflejarse en documentos
que constituyen el testimonio de la mencionada actividad. Los documentos administrativos son el soporte
en el que se materializan los distintos actos de la Administración Pública, la forma externa de dichos actos.

Según el art. 26 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de
las Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por
escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de
expresión y constancia.

Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa
aplicable.

Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean trasladados a
un tercero a través de medios electrónicos.
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TEMA	28.‐	EL	AYUNTAMIENTO	DE	LAS	PALMAS	DE	GRAN	CANARIA.	EL	REGLAMEN‐
TO	DE	ORGANIZACIÓN	Y	GOBIERNO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN.	ORDENANZAS	Y
REGLAMENTOS	DEL	AYUNTAMIENTO.	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINIS‐

TRATIVA	DEL	AYUNTAMIENTO.	ÁREAS	DE	GOBIERNO	Y	COMPETENCIAS.

1.‐	EL	AYUNTAMIENTO	DE	LAS	PALMAS	DE	GRAN	CANARIAS

Tras las últimas elecciones municipales celebradas en 2019 el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canarias
se compone de 29 concejales, entre los cuales es elegido el Alcalde o Alcaldesa.

Su estructura político-administrativa es la siguiente:

• PLENO

El Pleno es el consejo municipal o reunión de los miembros electos del Ayuntamiento o concejales, que
son 29 en el caso de Las Palmas de Gran Canaria. Este órgano de deliberación celebra reuniones ordina-
rias y extraordinarias. Las ordinarias tienen lugar el último viernes de cada mes. Los concejales preparan
previamente los asuntos que se tratan en las sesiones plenarias en las seis Comisiones de Pleno existen-
tes.

Las comisiones de pleno, que tratan previamente los asuntos que luego se llevan a las sesiones plenarias.
Están compuestas por concejales de todos los grupos y cada una tiene un presidente. Son las siguientes:

Comisión de Pleno de Gestión Económico-Financiera y Especial de Cuentas
Comisión de Pleno de Organización, Funcionamiento y Régimen General
Comisión de Pleno de Políticas de Igualdad
Comisión de Pleno de Coordinación con Otras Administraciones Públicas
Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones
Comisión Especial de Pleno de Honores y Distinciones

• JUNTA DE GOBIERNO 

La Junta de Gobierno Local es el órgano que, bajo la presidencia del alcalde, colabora de forma colegiada en
la función de dirección política que a éste corresponde y ejerce las funciones ejecutivas y administrativas
que establece la ley. Está compuesta por el Alcalde más 7 concejales.

En el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria la Junta de Gobierno Local se denomina "Junta de Gobier-
no de la Ciudad de Las Palmas de Gran Canaria".
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TEMA	29.‐	LA	POTESTAD	REGLAMENTARIA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.
ÓRGANOS	TITULARES.	LAS	ORDENANZAS	Y	REGLAMENTOS:	DISTINCIÓN.	CLASES.

PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.	PUBLICACIÓN.
LOS	BANDOS:	NATURALEZA.	PUBLICACIÓN.	IMPUGNACIÓN.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El	art.	55	del	Real	Decreto	Legislativo	781/1986,	por	el	que	aprueba	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones
legales	vigentes	en	materia	de	Régimen	Local,	establece	que	“en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo	ello	a	consecuencia	de	la	potestad	reglamentaria	reconocida	a	las	Entidades	Locales	por	el	art.	4	de	la
Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local	(LRBRL).

2.‐	CONCEPTOS	GENERALES

2.1.‐	POTESTAD	REGLAMENTARIA

Las	Ordenanzas	y	Reglamentos	son	la	expresión	concreta	de	la	potestad	reglamentaria	que	se	reconoce	a	las
Entidades	que	integran	la	Administración	local,	consecuencia	de	la	autonomía	de	la	que	gozan.

Se	 denomina	 potestad	 reglamentaria	 al	 poder	 en	 virtud	 del	 cual	 la	 Administración	 dicta	 reglamentos.
Constituye	su	potestad	más	intensa	e	importante,	puesto	que	implica	participar	en	la	formación	del	ordena‐
miento	jurídico.	De	este	modo,	la	Administración	no	es	sólo	un	sujeto	de	Derecho	sometido	como	los	demás
a	un	ordenamiento	que	le	viene	impuesto,	sino	que	tiene	la	capacidad	de	formar,	en	una	cierta	medida,	su
propio	ordenamiento.

El	art.	4.1.a)	LRBRL	atribuye	la	potestad	reglamentaria,	en	todo	caso,	a	los	Municipios,	Provincias	e	Islas	en
su	calidad	de	Administraciones	Públicas	territoriales,	pudiendo	aplicarse	a	las	otras	Entidades	Locales	si	la
legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	lo	concreta.

La	potestad	normativa	de	los	Entes	Locales	se	manifiesta	en	normas	jurídicas	de	varias	clases,	que	pueden
clasificarse	de	la	forma	siguiente:

•	Por	el	sujeto	del	que	proceden:

‐De	la	Corporación:	Ordenanzas	y	Reglamentos
‐Del	Presidente:	Bandos

•	Por	la	materia	que	regulan:
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TEMA	30.‐	LOS	BIENES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	CONCEPTO	Y	CLASIFICACIÓN.
DEL	PATRIMONIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	BIENES	DE	DOMINIO

PÚBLICO.	UTILIZACIÓN.	EL	INVENTARIO.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	GENERAL	DE	LOS	BIENES	MUNICIPALES

La Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y el Texto Refundido de las disposiciones legales
vigentes en materia de Régimen Local (Real Decreto Legislativo 781/1986) configuran el régimen jurídico
del patrimonio de las entidades locales en los términos siguientes.

Patrimonio y bienes locales.- El patrimonio de las Entidades locales está constituido por el conjunto de
bienes, derechos y acciones que les pertenezcan.

Los bienes de las Entidades locales son de dominio público o patrimoniales.

Son bienes de dominio público los destinados a un uso o servicio público.

Son bienes de uso público local los caminos y carreteras, plazas, calles. paseos, parques, aguas, fuentes,
canales, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación
y policía sean de la competencia de la Entidad local.

Son bienes de servicio público los destinados al cumplimiento de fines públicos de responsabilidad de
las Entidades locales, tales como Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que
sean sede de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, así como los montes
catalogados de propiedad provincial.

Bienes comunales.- Tienen la consideración de comunales aquellos cuyo aprovechamiento corresponda al
común de los vecinos. Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son inalienables,
inembargables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno.

Bienes patrimoniales.- Son bienes patrimoniales o de propios los que, siendo propiedad de la Entidad local,
no estén destinados a uso público ni afectados a algún servicio público y puedan constituir fuente de
ingresos para el erario de la Entidad. Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y,
en su defecto, por las normas de Derecho privado.

Toda enajenación, gravamen o permuta de bienes inmuebles habrá de comunicarse al órgano competen-
te de la Comunidad Autónoma. Si su valor excediera del 25% de los recursos ordinarios del presupuesto
anual de la Corporación requerirá, además, autorización de aquél.

Los bienes inmuebles patrimoniales no podrán cederse gratuitamente salvo a Entidades o Instituciones
públicas y para fines que redunden en beneficio de los habitantes del término municipal, así como a las
instituciones privadas de interés público sin ánimo de lucro.
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TEMA	31.‐	LAS	SUBVENCIONES	PÚBLICAS:	PROCEDIMIENTOS	DE	CONCESIÓN,
GESTIÓN	Y	JUSTIFICACIÓN	DE	LA	SUBVENCIÓN	PÚBLICA.	CAUSAS	DE	REINTEGRO.

1.‐	LAS	SUBVENCIONES	PÚBLICAS

1.1.- CONCEPTO

Se entiende por subvención toda disposición dineraria realizada por cualesquiera de las Administraciones
Públicas a favor de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos:

a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios.

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto,
la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por desarro-
llar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario cumplir las obligaciones materiales y
formales que se hubieran establecido.

c) Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por objeto el fomento de una activi-
dad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.

No están comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley las aportaciones dinerarias entre diferentes
Administraciones públicas, para financiar globalmente la actividad de la Administración a la que vayan
destinadas, y las que se realicen entre los distintos agentes de una Administración cuyos presupuestos se
integren en los Presupuestos Generales de la Administración a la que pertenezcan, tanto si se destinan a
financiar globalmente su actividad como a la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el marco
de las funciones que tenga atribuidas, siempre que no resulten de una convocatoria pública.

Tampoco estarán comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley las aportaciones dinerarias que en
concepto de cuotas, tanto ordinarias como extraordinarias, realicen las entidades que integran la Adminis-
tración local a favor de las asociaciones constituidas por las propias corporaciones locales para la protección
y promoción de sus intereses comunes.

No tienen carácter de subvenciones los siguientes supuestos:

a) Las prestaciones contributivas y no contributivas del Sistema de la Seguridad Social.

b) Las pensiones asistenciales por ancianidad a favor de los españoles no residentes en España, en los
términos establecidos en su normativa reguladora.

c) También quedarán excluidas, en la medida en que resulten asimilables al régimen de prestaciones no
contributivas del Sistema de Seguridad Social, las prestaciones asistenciales y los subsidios económicos
a favor de españoles no residentes en España, así como las prestaciones a favor de los afectados por el
virus de inmunodeficiencia humana y de los minusválidos.
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TEMA	32.‐	LA	LEY	DE	EXPROPIACIÓN	FORZOSA:	PRINCIPIOS	GENERALES.
PROCEDIMIENTO	GENERAL	DE	EXPROPIACIÓN.

INTRODUCCIÓN

La	expropiación	forzosa	es	una	transferencia	coactiva	de	la	propiedad	de	un	particular	a	la	Administración
pública,	diferente	de	la	compraventa	en	el	Código	Civil,	lo	que	la	convierte	en	una	institución	peculiar	del
Derecho	Público,		por	razón	del	interés	público	y	previo	pago	de	una	indemnización.

El	expropiado	tienen	derecho	a	una	indemnización	equivalente	al	valor	de	la	cosa	expropiada,	lo	que	la
diferencia	de	otras	figuras,	como	la	confiscación;	por	eso,	el	texto	constitucional	habla	de	la	correspondiente
indemnización,	aunque	no	dice	que	tenga	que	ser	previa	a	la	privación	de	la	propiedad.

La	expropiación	forzosa	es	uno	de	los	mecanismos	con	que	cuenta	la	Administración	para	conseguir	los
bienes	que	necesita	para	el	cumplimiento	de	sus	fines.	Se	trata	de	la	forma	más	intensa	y	extrema	de	la
actividad	administrativa	de	limitación,	pues	priva	a	otro	sujeto	de	la	posesión	de	un	derecho	o	de	un	interés
patrimonial	a	favor	de	un	interés	público.

Hay	que	diferenciarla	de	otras	figuras	en	las	que	también	tienen	lugar	otro	tipo	de	limitaciones.	En	primer
lugar,	la	expropiación	se	refiere	a	sacrificios	o	privaciones	singulares,	no	a	los	que	puede	imponer	la	ley	con
carácter	general.	En	segundo	lugar,	enlazando	con	el	supuesto	anterior,	quedan	al	margen	las	ventas	forzo‐
sas,	actualmente	previstas	en	escasas	ocasiones.

Aunque	la	expropiación	forzosa	se	ha	considerado	una	limitación	de	la	propiedad	y,	más	concretamente,	de
la	facultad	de	disponer,	modernamente,	la	doctrina	señala	que	la	potestad	de	expropiar,	entendida	como	el
poder	que	permite	dirigir	la	expropiación	contra	otros	sujetos,	es	una	potestad	administrativa	que	encuentra
una	justificación	doble:

‐	Por	un	lado,	la	indudable	necesidad	que	la	Administración	tiene	para	cumplir	su	misión	de	satisfacer
las	necesidades	públicas	de	disponer	de	ciertos	y	determinados	bienes	que	se	encuentran	en	manos	de
los	particulares;

‐	Por	otro	lado,	la	actual	concepción	del	derecho	de	propiedad,	cuyo	contenido	queda	delimitado	por	la
función	social	del	mismo.

Esta	potestad	administrativa	presenta,	desde	sus	orígenes,	una	doble	faz:	supone	un	poder	de	la	Administra‐
ción	de	abatir	y	hacer	cesar	la	propiedad	y	las	situaciones	patrimoniales	de	los	administrados;	y	su	regula‐
ción	se	articula	en	buena	medida	como	un	sistema	de	garantías	ofrecido	a	estos	administrados	que	contrape‐
san	esa	potestad.

La	doble	faz	se	aprecia	en	el	apartado	3	del	artículo	33	de	la	Constitución,	a	cuyo	tenor	"nadie	podrá	ser
privado	de	sus	bienes	y	derechos	sino	por	causa	justificada	de	utilidad	pública	o	interés	social,	mediante	la
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TEMA	33.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.	(I).	EL	TEXTO	REFUNDIDO
DEL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICA‐
CIÓN.	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	DERE‐

CHOS	Y	DEBERES.	CÓDIGO	DE	CONDUCTA	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS.

1.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO

1.1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

La	Constitución	Española	de	1978	establece		en	su	artículo	103.3	una	reserva	de	ley	para	regular:

‐El	estatuto	de	los	funcionarios	públicos	que	ha	de	contener	sus	derechos	y	deberes,

‐El	acceso	a	la	Función	Pública,	cuyos	sistemas	han	de	responder	a	los	principios	de	mérito	y	capacidad,

‐Las	peculiaridades	del	ejercicio	del	derecho	a	sindicación	de	los	funcionarios	públicos,

‐Sus	sistemas	de	incompatibilidades	y	las	demás	garantías	para	la	imparcialidad	en	el	ejercicio	de	sus
funciones.

Esto	significa	que	todas	estas	materias	han	de	ser	reguladas	por	norma	con	rango	formal	de	Ley,	sin	que
puedan	 ser	 reguladas	por	una	norma	 reglamentaria.	Asimismo,	 el	 artículo	149.1.18	de	 la	Constitución
establece	como	competencia	exclusiva	del	Estado	la	de	determinar	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las
AA.PP.	y	del	régimen	estatutario	de	sus	funcionarios,	que	en	todo	caso	garantizarán	a	los	administrados	un
tratamiento	común	ante	ellas.	Como	consecuencia	de	lo	establecido	en	este	artículo	se	dictó	lal	Ley	30/1984,
de	2	de	agosto,	de	medidas	para	la	reforma	de	la	Función	Pública,	que	ha	estado	vigente	en	su	mayor	parte
hasta	el	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	aprobado	por	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	que	contuvo	la
normativa	común	al	conjunto	de	los	funcionarios	de	todas	las	Administraciones	Públicas,	más	las	normas
legales	específicas	aplicables	al	personal	laboral	a	su	servicio,	dando	verdadero	cumplimiento	a	lo	estableci‐
do	en	el	artículo	103.3	de	la	Constitución	.

Como	consecuencia	de	las	diferentes	modificaciones	posteriores	introducidas	en	el	texto	original	de	la	citada
Ley,	se	ha	aprobado	un	texto	refundido	que	unifica	e	integra	en	un	único	texto	legal	las	citadas	modificacio‐
nes,	derogando	‐entre	otras‐	a	la	propia	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	norma	que	ha	sido	el	Real	Decreto
Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico
del	Empleado	Público	(en	adelante	EBEP).

El	 EBEP	 establece	 los	 principios	 generales	 aplicables	 al	 conjunto	de	 las	 relaciones	 de	 empleo	 público,
empezando	por	el	de	servicio	a	los	ciudadanos	y	al	interés	general,	ya	que	la	finalidad	primordial	de	cual‐
quier	reforma	en	esta	materia	debe	ser	mejorar	la	calidad	de	los	servicios	que	el	ciudadano	recibe	de	la
Administración.
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TEMA	34.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(II).
EL	TEXTO	REFUNDIDO	DEL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO:
ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO.	SITUACIONES

ADMINISTRATIVAS.	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO

1.1.‐	ACCESO	AL	EMPLEO	PÚBLICO	Y	ADQUISICIÓN	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO

Principios	rectores.‐	Todos	los	ciudadanos	tienen	derecho	al	acceso	al	empleo	público	de	acuerdo	con	los
principios	constitucionales	de	igualdad,	mérito	y	capacidad,	y	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	el	presente
Estatuto	y	en	el	resto	del	ordenamiento	jurídico.

Las	Administraciones	Públicas,	entidades	y	organismos	públicos	seleccionarán	a	su	personal	funcionario
y	laboral	mediante	procedimientos	en	los	que	se	garanticen	los	principios	constitucionales	antes	expre‐
sados,	así	como	los	establecidos	a	continuación:

a)	Publicidad	de	las	convocatorias	y	de	sus	bases.
b)	Transparencia.
c)	Imparcialidad	y	profesionalidad	de	los	miembros	de	los	órganos	de	selección.
d)	Independencia	y	discrecionalidad	técnica	en	la	actuación	de	los	órganos	de	selección.
e)	Adecuación	entre	el	contenido	de	los	procesos	selectivos	y	las	funciones	o	tareas	a	desarrollar.
f)	Agilidad,	sin	perjuicio	de	la	objetividad,	en	los	procesos	de	selección.

Requisitos	generales.‐	Para	poder	participar	en	los	procesos	selectivos	será	necesario	reunir	los	siguientes
requisitos:

a)	Tener	la	nacionalidad	española,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	siguiente.

b)	Poseer	la	capacidad	funcional	para	el	desempeño	de	las	tareas.

c)	Tener	cumplidos	dieciséis	años	y	no	exceder,	en	su	caso,	de	la	edad	máxima	de	jubilación	forzosa.
Sólo	por	ley	podrá	establecerse	otra	edad	máxima,	distinta	de	la	edad	de	jubilación	forzosa,	para	el
acceso	al	empleo	público.

d)	No	haber	sido	separado	mediante	expediente	disciplinario	del	servicio	de	cualquiera	de	las	Admi‐
nistraciones	Públicas	o	de	los	órganos	constitucionales	o	estatutarios	de	las	Comunidades	Autónomas,
ni	 hallarse	 en	 inhabilitación	 absoluta	 o	 especial	 para	 empleos	 o	 cargos	públicos	por	 resolución
judicial,	para	el	acceso	al	cuerpo	o	escala	de	funcionario,	o	para	ejercer	funciones	similares	a	las	que
desempeñaban	en	el	caso	del	personal	laboral,	en	el	que	hubiese	sido	separado	o	inhabilitado.	En	el
caso	de	ser	nacional	de	otro	Estado,	no	hallarse	inhabilitado	o	en	situación	equivalente	ni	haber	sido
sometido	a	sanción	disciplinaria	o	equivalente	que	impida,	en	su	Estado,	en	los	mismos	términos	el
acceso	al	empleo	público.
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TEMA	35.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(III).
PARTICULARIDADES	DEL	PERSONAL	LABORAL.	EL	CONVENIO	COLECTIVO	DE
PERSONAL	LABORAL	DEL	AYUNTAMIENTO	DE	LAS	PALMAS	DE	GRAN	CANARIA.

1.‐	EL	PERSONAL	LABORAL	DE	LAS	AA.PP.

Según	el	TREBEP	son	empleados	públicos	quienes	desempeñan	funciones	retribuidas	en	las	Administracio‐
nes	Públicas	al	servicio	de	los	intereses	generales.

Los	empleados	públicos	se	clasifican	en:

a)	Funcionarios	de	carrera.
b)	Funcionarios	interinos.
c)	Personal	laboral,	ya	sea	fijo,	por	tiempo	indefinido	o	temporal.
d)	Personal	eventual.

La	regulación	específica	para	el	personal	laboral	en	el	TREBEP	es	la	siguiente.

Concepto	de	personal	laboral.‐	Es	personal	laboral	el	que	en	virtud	de	contrato	de	trabajo	formalizado	por
escrito,	en	cualquiera	de	las	modalidades	de	contratación	de	personal	previstas	en	la	legislación	laboral,
presta	servicios	retribuidos	por	las	Administraciones	Públicas.	En	función	de	la	duración	del	contrato
éste	podrá	ser	fijo,	por	tiempo	indefinido	o	temporal.

Las	leyes	de	Función	Pública	que	se	dicten	en	desarrollo	de	este	Estatuto	establecerán	los	criterios	para
la	determinación	de	los	puestos	de	trabajo	que	pueden	ser	desempeñados	por	personal	laboral,	respetan‐
do	en	todo	caso	que	el	ejercicio	de	las	funciones	que	impliquen	la	participación	directa	o	indirecta	en	el
ejercicio	de	las	potestades	públicas	o	en	la	salvaguardia	de	los	intereses	generales	del	Estado	y	de	las
Administraciones	Públicas	corresponden	exclusivamente	a	los	funcionarios	públicos	(y	no	al	personal
laboral).

Normativa	aplicable	al	personal	laboral.‐	El	personal	laboral	al	servicio	de	las	Administraciones	públicas	se
rige,	además	de	por	la	legislación	laboral	y	por	las	demás	normas	convencionalmente	aplicables,	por	los
preceptos	de	este	Estatuto	que	así	lo	dispongan.

No	obstante,	en	materia	de	permisos	de	nacimiento,	adopción,	del	progenitor	diferente	de	la	madre
biológica	y	lactancia,	el	personal	laboral	al	servicio	de	las	Administraciones	públicas	se	regirá	por	lo
previsto	en	el	presente	Estatuto,	no	siendo	de	aplicación	a	este	personal,	por	tanto,	las	previsiones	del
texto	refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	de	los	Trabajadores	sobre	las	suspensiones	de	los	contratos	de
trabajo	que,	en	su	caso,	corresponderían	por	los	mismos	supuestos	de	hecho.

Personal	directivo	profesional.‐	Cuando	el	personal	directivo	reúna	la	condición	de	personal	laboral	estará
sometido	a	la	relación	laboral	de	carácter	especial	de	alta	dirección.
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TEMA	36.‐	LA	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES	(I):
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	RECURSOS	DE	LOS	MUNICIPIOS:

TRIBUTOS	PROPIOS,	CONTRIBUCIONES	ESPECIALES	E	IMPUESTOS.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales.

Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos aspectos distintos: de una parte, la obtención
de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfacción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 141 de la Constitución garantiza la autonomía de los municipios, y el art. 142 recoge el principio de
suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las mismas deberán disponer de los medios suficientes
para el desempeño de las funciones que la ley les atribuye.

El principio de autonomía, referido al ámbito de la actividad financiera local, se traduce en la capacidad de
las Entidades locales para gobernar sus respectivas Haciendas. Esta capacidad implica algo más que la
supresión de la tutela financiera del Estado sobre el sector local involucrando a las propias Corporaciones
en el proceso de obtención y empleo de sus recursos financieros y permitiéndoles incidir en la determinación
del volumen de los mismos y en la libre organización de su gasto, tal y como ha declarado expresamente el
Tribunal Constitucional en su labor integradora de la norma fundamental.

Por su parte, mediante el reconocimiento de la suficiencia financiera se ponen a disposición de las Entidades
locales, entre otras, dos vías fundamentales e independientes de financiación, cuales son los tributos propios
y la participación en tributos del Estado, que por primera vez, van a funcionar integradamente con el objetivo
de proporcionar el volumen de recursos económicos que garantice la efectividad del principio de suficiencia
financiera.

Ahora bien, no sólo se reconocen y se dotan de contenido los principios de autonomía y suficiencia, sino que
se articulan entre sí de tal suerte que ambos se supeditan mutuamente. En efecto, el principio de autonomía
coadyuva a la realización material de la suficiencia financiera en la medida en que ésta depende en gran parte
del uso que las Corporaciones locales hagan de su capacidad para gobernar sus respectivas Haciendas y, en
particular, de su capacidad para determinar dentro de ciertos limites el nivel del volumen de sus recursos
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TEMA	37.‐	LA	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES	(II).
ESPECIAL	REFERENCIA	A	LOS	SIGUIENTES	IMPUESTOS:	IMPUESTO	SOBRE

BIENES	INMUEBLES,	IMPUESTO	SOBRE	ACTIVIDADES	ECONÓMICAS
E	IMPUESTO	SOBRE	VEHÍCULOS	DE	TRACCIÓN	MECÁNICA.

1.‐	EL	IMPUESTO	SOBRE	BIENES	INMUEBLES

El	impuesto	sobre	bienes	inmuebles,	también	conocido	como	IBI	o	Contribución,	es	un	gravamen	anual	munici‐
pal	obligatorio	que	tasa	el	valor	de	los	bienes	inmuebles	tales	como	viviendas,	locales	o	terrenos.	Este	tributo
se	abona	a	los	Ayuntamientos	correspondientes	que	lo	gestionan,	a	partir	de	la	información	que	contiene	el
padrón	catastral	u	otros	documentos	elaborados	por	la	Dirección	General	del	Catastro	en	la	que	es	obligatorio
inscribirse	de	manera	gratuita.	Esta	administración	es,	además,	 la	encargada	de	mantener	actualizada	 la
información	de	los	inmuebles	y	cualquier	alteración,	que	deberá	incorporarse	al	padrón	a	través	el	catastro.	Por
ejemplo,	un	cambio	de	titular,	modificación	de	cotitulares,	segregación	de	suelos	o	altas	de	nuevas	construccio‐
nes.

Naturaleza.- El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo directo de carácter real que grava el valor de
los bienes inmuebles en los términos establecidos en la LRHL.

Hecho imponible y supuestos de no sujeción.- Constituye el hecho imponible del impuesto la titularidad de
los siguientes derechos sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de caracte-
rísticas especiales:

a) De una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que
se hallen afectos.

b) De un derecho real de superficie.

c) De un derecho real de usufructo.

d) Del derecho de propiedad.

La realización del hecho imponible que corresponda de entre los definidos en el apartado anterior por
el orden en él establecido determinará la no sujeción del inmueble urbano o rústico a las restantes
modalidades en el mismo previstas. En los inmuebles de características especiales se aplicará esta misma
prelación, salvo cuando los derechos de concesión que puedan recaer sobre el inmueble no agoten su
extensión superficial, supuesto en el que también se realizará el hecho imponible por el derecho de
propiedad sobre la parte del inmueble no afectada por una concesión.

A los efectos de este impuesto, tendrán la consideración de bienes inmuebles rústicos, de bienes inmue-
bles urbanos y de bienes inmuebles de características especiales los definidos como tales en las normas
reguladoras del Catastro Inmobiliario.
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TEMA	38.‐	LA	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES	(III).
PRESUPUESTOS	DE	LA	ENTIDADES	LOCALES:	CONTENIDO	Y	APROBACIÓN.

1.‐	LOS	PRESUPUESTOS	PÚBLICOS

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
establecen el límite máximo que pueden realizarse, mientras que en los ingresos se trata de una simple
previsión.

-El presupuesto es un documento de elaboración y ejecución periódica.
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TEMA	39.‐	LA	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES	(IV).	PRESUPUES‐
TOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	LOS	CRÉDITOS	Y	SUS	MODIFICACIONES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La Ley Reguladora de las Haciendas Locales regula los créditos y sus modificaciones con el siguiente conteni-
do:

Artículo 172. Especialidad y limitación de los créditos.
Artículo 173. Exigibilidad de las obligaciones, prerrogativas y limitación de los compromisos de gasto.
Artículo 174. Compromisos de gasto de carácter plurianual.
Artículo 175. Bajas por anulación de créditos.
Artículo 176. Temporalidad de los créditos.
Artículo 177. Créditos extraordinarios y suplementos de crédito.
Artículo 178. Créditos ampliables.
Artículo 179. Transferencias de crédito: límites formales y competencia.
Artículo 180. Transferencias de crédito: límites objetivos.
Artículo 181. Generaciones de crédito.
Artículo 182. Incorporaciones de crédito.

2.‐	MODIFICACIONES	PRESUPUESTARIAS

Especialidad y limitación de los créditos.- Los créditos para gastos se destinarán exclusivamente a la finali-
dad específica para la cual hayan sido autorizados en el presupuesto general de la entidad local o por sus
modificaciones debidamente aprobadas.

Los créditos autorizados tienen carácter limitativo y vinculante. Los niveles de vinculación serán los que
vengan establecidos en cada momento por la legislación presupuestaria del Estado, salvo que reglamen-
tariamente se disponga otra cosa.

Exigibilidad de las obligaciones, prerrogativas y limitación de los compromisos de gasto.- Las obligaciones
de pago sólo serán exigibles de la hacienda local cuando resulten de la ejecución de sus respectivos
presupuestos, con los límites señalados en el artículo anterior, o de sentencia judicial firme.

Los tribunales, jueces y autoridades administrativas no podrán despachar mandamientos de ejecución
ni dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos, valores y bienes de la hacienda local ni
exigir fianzas, depósitos y cauciones a las entidades locales, excepto cuando se trate de bienes patrimo-
niales no afectados a un uso o servicio público.

El cumplimiento de las resoluciones judiciales que determinen obligaciones a cargo de las entidades
locales o de sus organismos autónomos corresponderá exclusivamente a aquéllas, sin perjuicio de las
facultades de suspensión o inejecución de sentencias previstas en las leyes.
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TEMA	40.‐	LA	LEY	REGULADORA	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES	(V).
PRESUPUESTOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	EJECUCIÓN

Y	LIQUIDACIÓN.	CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN.

1.‐	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO

1.1.- NORMAS GENERALES

Fases.- La gestión de los presupuestos de gastos de las Entidades locales y de sus Organismos autónomos
se realizara en las siguientes fases:

a) Autorización del gasto.
b) Disposición o compromiso del gasto.
c) Reconocimiento y liquidación de la obligación.
d) Ordenación del pago.

Normas reguladoras del procedimiento de ejecución del presupuesto de gastos.- Las Entidades locales
establecerán en las bases de ejecución del presupuesto las normas que regulan el procedimiento de
ejecución de los presupuestos de gastos en el marco definido por las leyes.

El Pleno de la Entidad local podrá aprobar Reglamentos o Normas generales que desarrollen los procedi-
mientos de ejecución del presupuesto; en este supuesto no será necesario reiterar dichas normas en las
bases de ejecución del presupuesto, bastando una remisión expresa a aquéllas.

Autorización del gasto.- Es el acto mediante el cual se acuerda la realización de un gasto determinado por
una cuantía cierta o aproximada, reservando a tal fin la totalidad o parte de un crédito presupuestario.

La autorización constituye el inicio del procedimiento de ejecución del gasto, si bien no implica relacio-
nes con terceros externos a la Entidad local.

Órgano competente.- Dentro del importe de los créditos presupuestados corresponde la autorización de los
gastos al Presidente o al Pleno de la Entidad, o a los órganos facultados para ello en los Estatutos de los
Organismos autónomos de conformidad con la normativa vigente.

Las bases de ejecución del presupuesto para cada ejercicio recogerán las delegaciones o desconcentracio-
nes que en materia de autorización de gastos se hayan efectuado. En el supuesto de delegaciones o
desconcentraciones con carácter permanente bastará una remisión expresa a éstas.

Disposición o compromiso de gasto.- Es el acto mediante el cual se acuerda, tras el cumplimiento de los
trámites legalmente establecidos, la realización de gastos, previamente autorizados, por un importe
exactamente determinado.




